Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 47 minutos.) 


Si los señores Senadores están de acuerdo, daremos lectura a los asuntos entrados -que ya 
obran en poder de los señores Senadores- en la próxima reunión. Se trata de pedidos de audiencia 
que iremos procesando en tiempo y forma a través de la Secretaría. 


La Comisión se ha reunido en el día de hoy para recibir a la señora Ministra de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Arquitecta Graciela Muslera; a la Subsecretaria, señora 
Raquel Lejstreger; al Director Nacional de Medio Ambiente, señor Jorge Rucks; al Director General de 
Secretaría, señor Gerardo Ciri; y al Director Nacional de Ordenamiento Territorial, señor Manuel 
Chabalgoity. 


Hace un tiempo se planteó en la Comisión la necesidad de contar con la presencia de la 
señora Ministra y de los principales jerarcas de la Cartera para intercambiar opiniones con relación a 
temas que permanentemente se estaban tratando en este ámbito y que se manejaban a nivel de la 
opinión pública, tales como los cambios proyectados respecto a la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente y el anuncio de la aprobación del proyecto del puente sobre la laguna Garzón. 


En mi calidad de Presidente de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, quiero 
dar la bienvenida a las autoridades del Ministerio y, a su vez, informar que han sido especialmente 
invitados los señores Senadores integrantes de las Comisiones de Medio Ambiente y de Transporte y 
Obras Públicas, precisamente porque el tema que hoy vamos a tratar ha sido analizado o está a 
estudio de esos Cuerpos. 


A continuación, damos la palabra al señor Senador Pedro Bordaberry, quien en su momento 
planteó la necesidad de invitar a la señora Ministra a esta Comisión. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me sumo a la bienvenida que el señor Presidente dio a la señora Ministra y a 
sus asesores. Voy a hacer una pequeña exposición de los motivos por los cuales los convocamos. El 
14 de febrero, esta Comisión envió una nota al Ministerio solicitando la comparecencia de la señora 
Ministra. Ello se debió a que el 10 de febrero el Presidente Mujica anunció que la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente iba a pasar a la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y, por ende, 
dependería de la Presidencia de la República. El 11 de febrero, el Prosecretario de la Presidencia 
manifestó que esta Dirección será dependiente pero independiente, por lo que comprenderán las 
dudas que esto nos genera como Legisladores. Ese mismo día se informó al diario El País que la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente dejaría de estar en la órbita del Ministerio para pasar a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. La justificación que se dio fue que faltaba personal y una 
demora en la aprobación de los proyectos; quizás, los proyectos más importantes o de mayor 
repercusión pública fueran el de Aratirí y la aprobación del puente sobre la Laguna Garzón, tema que 
estábamos tratando en esta Comisión en la última comparecencia, allá por el mes de noviembre del 
año pasado. También se informó que el Presidente estaba descontento con el funcionamiento de la 
Dinama porque se bloqueaban muchas cosas. El 13 de febrero, en El Espectador, la señora Senadora 
Topolansky informó que, en realidad, no era que la Dinama se fuese a llevar a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, sino que se estaba estudiando adónde llevarla. Obviamente que esta 
situación nos preocupa porque la Dinama y el Ministerio de Vivienda, de acuerdo a la Constitución, 
están sujetos al contralor parlamentario. Entendemos que esta es una actividad que debe tener un 
contralor parlamentario y si pasa a la órbita de la OPP queda fuera de ese alcance. El 17 de febrero, el 
Prosecretario de la Presidencia en declaraciones al semanario Brecha dijo que buscaban transformar a 
la Dinama en una agencia o instituto dependiente de la Presidencia. Ese mismo día, la señora Ministra 
señaló que no estaba de acuerdo con la propuesta de sacar a la Dinama del Ministerio; también se 
informaba que dicho pasaje se debía a que no se estaba de acuerdo con la demora en el otorgamiento 
de permisos. Al mismo tiempo, los funcionarios del Ministerio denunciaron presiones y un sumario al ex 
Director de la División Políticas y Planos Territoriales, Arquitecto Pablo Ligrone, que es Grado 5 de la 
Facultad de Arquitectura y tiene un posgrado en la Universidad de La Sorbona. Los funcionarios del 


Ministerio señalaron, a través de la abogada Leticia Villar, que cuando un técnico hace informes que no 
gustan, son alejados y sustituidos. Todos sabemos que el 8 de febrero se solicitó la renuncia al anterior 
Subsecretario, señor Patrone. Hubo un cuestionamiento público por parte del Ingeniero Hugo Eguía a 
la actuación del Ingeniero Collazo -que es el Director de la Dinama en la parte de políticas ambientales- 
y una carta del Director de Medio Ambiente defendiéndolo. Incluso, en la prensa se habló de la 
existencia de tensiones por la no aprobación en tiempo de los proyectos del puente sobre la laguna 
Garzón, de Aratirí ni de los de Montes del Plata. 


El día 2 de marzo, en otra entrevista, la señora Ministra dijo que nunca existió un planteo a 
discutir en el Consejo de Ministros respecto a estructuras y que las propuestas de diseños 
institucionales realizadas -suponemos que por el Presidente de la República- no han tenido un análisis 
fuerte, sino que han existido opiniones individuales, suponemos -reitero- que del señor Presidente, del 
Secretario y el Prosecretario de la Presidencia de la República. Asimismo, informó que en el año 2012 
se debían laudar todos estos temas y que aspiraba a la necesaria creación de un ministerio de 
ambiente. Al respecto, existe un trabajo realizado por una asesoría financiada por el Banco 
Interamericano de Desarrollo y por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
que recomienda la creación de un ministerio de ambiente. Según información que se nos ha brindado, 
existen nueve mil asuntos por año en la Dinama. 


Obviamente, los señores Senadores comprenderán que la Comisión no puede estar ajena 
ante tanta versión contradictoria por parte de la Presidencia y de la Prosecretaría de la Presidencia 
sobre informes que se solicitan, además de que se está analizando sacar un Ministerio y una Dirección 
y el Poder Ejecutivo no está informando al Parlamento como corresponde. 


Por lo expuesto, el 14 de febrero se solicitó la comparecencia a esta Comisión de la señora 
Ministra; lamentamos que haya demorado dos meses en encontrar un lugar en su agenda para poder 
hacerlo. En su última comparecencia en el mes de noviembre, la señora Ministra nos envió, 
veinticuatro horas antes, toda la documentación que solicitamos sobre el proyecto del puente sobre la 
laguna Garzón. En el poco tiempo que tuvimos para analizar esa información, percibimos que faltaba 
un informe de la División de Impacto Ambiental fechado el 17 de octubre de 2011, que era esencial en 
la resolución que se había tomado. En esa ocasión solicitamos que se nos enviara dicho informe, pero 
aún no lo hemos recibido; por lo tanto, reiteramos nuestra solicitud. 


Consideramos importante fortalecer el área del cuidado del ambiente. Si bien en el acuerdo 
interpartidario sobre medio ambiente, que firmamos todos los Partidos Políticos al comienzo de este 
Gobierno, no hay un capítulo especial de rango ministerial, sí existen algunas referencias sobre la 
necesidad de contar con la información ambiental, como así también la obligación legal de enviar un 
informe anual que hemos estado rastreando en el Parlamento. No hemos encontrado que se hayan 
enviado los informes correspondientes a 2010 y 2011; quizás por una cuestión burocrática estén 
perdidos en el Parlamento. Solicitamos, entonces, que la señora Ministra nos aclare si realmente esos 
informes anuales fueron enviados. Creo que es una ley del año 2003 o 2004 la que impone dicha 
obligación. 


En el Programa de Gobierno presentado a la Corte Electoral por el Partido Colorado en 2009, 
se proponía la creación de un ministerio de ambiente y desarrollo sostenible. Concretamente, se 
sugería pasar el Ministerio de Vivienda al Ministerio de Desarrollo Social y darle rango ministerial al 
cuidado del ambiente. Nos parecía que ese era el camino correcto. Asimismo, sugeríamos seguir los 
ejemplos que creemos que son exitosos en la región. Hoy, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, Paraguay y 
Perú cuentan con ministerio de ambiente. El único país de la región que no lo tiene es Argentina, que 
cuenta con una secretaría dependiente de la Presidencia de la República. Sin embargo, creemos que 
la Argentina no es el mejor ejemplo a seguir en estos temas, tal como viene demostrándolo en los 
últimos tiempos. 


Obviamente, la señora Ministra comprenderá que esta Comisión tiene grandes 
preocupaciones como los mensajes del Presidente, el Prosecretario y el Secretario de la Presidencia 
de la República, las remociones de autoridades y, además, las denuncias de las presiones ejercidas 
por grandes lobbies empresariales que están interesados en obtener la mayor ganancia posible. En 
medio de todo esto, el 13 de febrero, en momentos en que se anunciaban las remociones y los 


posibles cambios, apareció la noticia de que se había autorizado la construcción del puente sobre la 
laguna Garzón, lo cual, obviamente, aumentó nuestras preocupaciones. 


Entendemos que existen mensajes muy contradictorios. Seguramente todos recordarán que 
cuando la señora Ministra compareció ante esta Comisión, entre los antecedentes citados por el señor 
Senador Moreira había muchos informes técnicos en contra del puente en la actual ubicación. Por 
ejemplo, el informe realizado por la propia Dinama establecía que el puente ocasionaría daños por 
aumento del transporte. Asimismo, otro informe hacía referencia a que quien había presentado el 
proyecto inicial -es decir, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas- contrató para hacer el estudio a 
las empresas Consultatio y Jaswik S.A., las que solicitaron que se catalogara como A el proyecto 
ambiental, mientras que la Dinama lo había catalogado como C, porque el proyecto estaba dentro del 
área protegida y existía una propuesta para incluirla en el Sistema Nacional de Áreas Protegidas 
debido a los cambios significativos que se produjeron. En ese momento, se informó que el señor 
Presidente Mujica había solicitado un informe técnico al Ingeniero Hugo Eguía, a quien públicamente 
catalogó como “un viejo militante político; un “viejo amigo” que le brindó su opinión por fuera y nunca 
estuvo contratado en el MVOTMA”. 


A partir de aquí, nuestras preocupaciones aumentaron porque de la documentación que nos 
fue entregada por parte del Ministerio surgía que el Ingeniero Hugo Eguía había sido contratado como 
consultor por la empresa Jaswik S.A. y, por ende, por la empresa Consultatio, que pertenece al mismo 
señor Costantini. De manera que quien estaba dando los consejos era quien estaba asesorando a la 
empresa que se va a beneficiar con la construcción del puente, pues las tierras que están del otro lado 
de la laguna valdrán mucho más. 


El 17 de febrero, cuando el señor Presidente de la República hizo referencia al informe del 
Ingeniero Eguía, la empresa Jaswik envió una comunicación a sus clientes diciendo: “Señores Clientes. 
Asunto: Las Garzas. By: Eduardo Costantini. Novedades. Estimados clientes y amigos. Muchos de 
ustedes nos han manifestado interés en Las Garzas, el emprendimiento impulsado por Eduardo 
Costantini, en Rocha, a minutos de José Ignacio. Existen ahora dos hechos clave que potencian esta 
magnífica oportunidad de inversión. 1) La reciente aprobación de la construcción del puente sobre la 
Laguna Garzón marca un antes y un después en el desarrollo y valorización de todas las zonas de 
ambas lagunas: Garzón y Rocha. 2) La nueva ley de ordenamiento territorial de Rocha implica que no 
será posible la realización de otro emprendimiento con las características de Las Garzas en la franja 
costera de la ruta hacia el mar, ya que solo el 35% de ese territorio puede tener subdivisiones menores 
a cinco hectáreas. Al día de hoy los precios aún no se han modificado” -esto está subrayado- *y 
seguimos ofreciendo una financiación a 18 meses para el 70%”. O sea que, tanto el anuncio del señor 
Presidente de la República de que se había aprobado la construcción del puente, como el hecho de 
que solamente este emprendimiento se va a poder desarrollar entre las dos lagunas, fue usado 
inmediatamente por el inversor como un argumento de venta en un mail que, si la señora Ministra lo 
desea, se lo podemos entregar. Esto aumentó aún más nuestras preocupaciones porque, por un lado, 
públicamente la señora Ministra decía que el puente no se había aprobado y, por otro lado, tanto el 
señor Presidente de la República, el Prosecretario, el Secretario de la Presidencia y el propio 
interesado manifestaban lo contrario. Nos consta que la señora Ministra dijo que la construcción del 
puente no fue aprobada y así lo aclaró. 


Para entreverar aún más las cosas, el 17 de febrero se anunció que el proyecto fue 
encargado al Arquitecto Rafael Viñoly. El Arquitecto Viñoly es un reconocido profesional uruguayo de 
prestigio internacional, quien publicó en diversos medios de prensa un artículo claramente contrario a 
la realización del puente. 


El 23 de febrero fue publicado un artículo en el semanario “Voces del Frente” con el nombre 
“La construcción de la identidad nacional y la transformación del territorio”. En él se reiteraba un 
artículo publicado anteriormente, una carta del Arquitecto Viñoly en la que decía claramente que la 
construcción del puente sobre la laguna Garzón es completamente contraria a los principios de 
planeamiento sostenible; el desarrollo, al que parecía servir en forma directa, también lo es. 


En otra parte del texto dice que si Uruguay elige definirse ambiental y culturalmente como una 
reproducción tardía de lo que hoy es Miami, o la Costa del Sol, o como una copia de la ocupación 


aluvional que ha sufrido, por las mismas razones, la costa de la provincia de Buenos Aires, la 
construcción del puente es completamente coherente con esa visión. 


Sin embargo, parecería que ahora se le va a encargar la construcción del puente a quien está 
en contra del mismo. 


Una de las preguntas que queremos formular hoy es si efectivamente se encargó el trabajo al 
Arquitecto Viñoly. ¿Se le encargó el diseño de un nuevo puente? ¿Se realizó algún concurso? ¿Cuáles 
son las condiciones de la contratación? ¿Ya trabajó? ¿Entregó algún plano o todavía no entregó nada? 
¿Ha dado alguna explicación de lo dicho anteriormente? 


En marzo se informaron contradicciones en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y 
también en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Personalmente, 
considero que este último tiene razón en la controversia y que el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas, nuevamente no está entendiendo cómo funcionan las normas legales. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas dice que este es un problema del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que tiene que presentarle el proyecto del 
Arquitecto Viñoly. Obviamente, está teniendo un problema porque cuando se va a hacer un puente, ya 
sea por parte de un particular o del Estado, es el proponente el que tiene que hacer los estudios 
ambientales. En este caso, si bien el Ministerio de Transporte y Obras Públicas es una entidad pública, 
al igual que todos los ciudadanos del país, tiene que pedir el permiso correspondiente al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Es por eso que parecería existir algún tipo de error de apreciación de la normativa jurídica, 
que se suma a aquellas menciones que el Director Nacional de Vialidad, Ingeniero Lazo, había hecho 
el año pasado, cuando decía que lo que había pedido el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente no podía cumplirlo ni Mandrake. 


El señor Costantini, dueño del emprendimiento del otro lado, fue interrogado en la prensa 
acerca de este puente; él dijo que no sabía nada al respecto, que lo único que sabía era que estaba 
aprobado. 


La señora Ministra, en otras declaraciones efectuadas, expresó el 2 de marzo al semanario 
“Brecha” que sobre Garzón “lo único que hubo fue un acuerdo de por dónde ir para levantar esas 
restricciones que tienen que ver con impactos ambientales directamente vinculados al nexo entre la 
laguna y el mar (buscamos que las cabeceras del puente no rigidicen la boca de la laguna), con los 
impactos territoriales (atenuar la mayor circulación, quitándole la categoría de ruta a la 10), y por 
último, pasar de un puente neutro o estándar a uno con mayor valor paisajístico”. 


Sin embargo, el 25 de febrero, el Arquitecto Viñoly dijo que nadie había hablado con él. Quiere 
decir que quien iba a hacer el puente a principios de febrero, el día 25 de ese mes declara a la prensa 
que con él no había hablado nadie. 


Ustedes comprenderán las dudas que nos merece, a quienes tenemos el deber de seguir 
estos temas, toda esta información contradictoria de distintos actores. 


Otra de las preguntas que nos gustaría formular es si hay un contrato firmado con el 
Arquitecto Viñoly, quién fue que lo propuso y si él aceptó, si puso condiciones, si ha dado alguna 
respuesta y si ha enviado algún tipo de nota de compromiso. 


También recordarán que a solicitud de quien habla y también de la señora Senadora 
Topolansky, la señora Ministra aceptó la solicitud de informes a la Universidad de la República, a la 
Facultad de Ingeniería y también a la Facultad de Ciencias acerca del puente sobre la laguna Garzón. 
En aquel entonces nos dijo la señora Ministra que lo que había que hacer era pronunciarse sobre si se 
iba a dar o no el permiso para hacer el puente; ese era el objetivo y para eso se iba a pedir información 


a la Universidad de la República. Nos gustaría saber si en estos cinco meses se hizo el pedido y si las 
Facultades de Ciencias y de Ingeniería contestaron la solicitud y, en ese caso, si es posible que nos la 
entreguen. 


En el diario La República el Ministro Pintado expresó que iba a entregar el informe a fines de 
marzo. Al respecto, me pregunto cómo se pudo aprobar en febrero la construcción de un puente que 
todavía no estaba diseñado. Nos llama la atención que se diga “se aprobó la construcción de un 
puente” cuando todavía no está diseñado y ni se contrató al arquitecto. Esto parecería ser algo raro; el 
puente puede ser diseñado por el mejor arquitecto del mundo pero si no existe todavía el proyecto, no 
se puede aprobar. Reitero que mi pregunta es: ¿cómo pudo aprobarse algo que todavía no está 
diseñado? Aunque tal vez sí fue diseñado y nosotros no tenemos noticia de ello. 


Consultando la versión taquigráfica de la última comparecencia -y sin ánimo de sacarle 
discurso al señor Senador Moreira- he visto algunos informes que él citó y que me gustaría saber si 
han sido tenidos en cuenta. El señor Senador Moreira hizo referencia a un informe de la Dirección 
Nacional de Hidrografía del Ministerio de Transporte y Obras Públicas totalmente contrario a la 
construcción del puente. También mencionó un informe del Director del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas, Mario Batallés, también totalmente contrario al puente. Asimismo, habló de un estudio de la 
Universidad de la República, del Instituto de Ecología de la Facultad de Ciencias, también contrario a la 
construcción del puente. Por eso es que el señor Senador Moreira sugería que este asunto se 
estudiara profundamente. 


Ya en el año 2008, en su sitio web el Proyecto Las Garzas, Eduardo Costantini decía que el 
puente se iba a hacer y que sería aprobado por las autoridades. Además, decía que su proyecto iba a 
ser el único permitido por las regulaciones legales. Parece una especie de bola de cristal, de 
adivinanza del futuro, que en el año 2008 en su sitio web el señor Eduardo Costantini ya estuviera 
diciendo que el puente se ¡ba a hacer y se iba a aprobar, tal como se dijo por parte del Poder Ejecutivo 
cuando se anunció que estaba aprobado a fines de febrero y que, además, iba a ser el único tenido en 
cuenta. 


En la última comparecencia de la señora Ministra hicimos referencia a lo que la moderna 
técnica en materia ambiental menciona, que es la forma en que debe realizarse el acceso a las costas 
y a los sistemas de lagunas y de la costa Atlántica. Se habla del sistema “en peine”. Eso es lo que dice 
en su nota el Arquitecto Viñoly. El 17 de octubre la Ministra Muslera pidió neutralidad política sobre esto 
y nosotros la hemos tenido ya que estamos refiriéndonos exclusivamente a informes técnicos. 
Asimismo, se dijo que la Universidad de la República iba a estudiar con la debida profundidad el tema. 
Por último -tengo algunas cosas más, pero no quiero aburrir- es de destacar que la propuesta de 
Jaswik fue presentada en la DINAMA por el Ingeniero Jorge Camaño, en representación de esa 
empresa; tenía el cargo de Director del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Esto quiere decir 
que representaba a la empresa privada, era Director Nacional de Inversiones y Planificación del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, en representación de la empresa privada que había hecho 
un convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas que él mismo representaba, presentó el 
proyecto ante la Dirección Nacional de Medio Ambiente. Esto lleva, como se podrá imaginar, a 
extremar todos los cuidados. De ahí que, ante tanta oscuridad que teníamos en este tema, en el mes 
de febrero solicitamos que viniera a iluminarnos. 


SEÑORA MINISTRA.- Si los señores Senadores están de acuerdo, comenzaríamos analizando el tema 
del puente para luego continuar con el referido a la estructura de la DINAMA, ya que ambos son 
extensos. 


Desde la última comparecencia -que fue en octubre o noviembre y en la que básicamente 
expusimos la solicitud de información ampliatoria al Ministerio de Transporte y Obras Públicas- la 
situación formal del trámite es la misma. Podríamos hacer un relato de los pasos legales que se han 
cumplido con respecto a esta solicitud de autorización y puedo asegurar que se han seguido todos. 
Además, estamos dentro del plazo correspondiente para que el Ministerio presente la ampliación de 
información solicitada. 


SEÑOR MOREIRA.- Eran 180 días a partir del 18 de octubre. 


SEÑORA MINISTRA.- El plazo vence el 18 de abril, y el proyecto o la autorización ambiental previa 
está en las mismas condiciones, no se aprobó ni se denegó. En el ínterin hubo un trabajo de 
acercamiento, de ida y vuelta, con los proponentes -en este caso, el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas- y se llegó a un acuerdo que fue presentado en el mes de febrero en el Consejo de Ministros, 
tratando de analizar cómo llevar adelante las exigencias de la DINAMA para que pueda ser posible la 
aprobación. Ese entendimiento no implica nada de lo que salió, o se amplificó a través de los distintos 
medios, a la opinión pública respecto a que hay una aprobación. El trámite en lo formal está en la 
misma situación que se encontraba en el momento en que este Ministerio fue convocado a la 
Comisión. Lo que hubo es lo que hay normalmente entre los proponentes y la DINAMA cuando hay 
observaciones a las solicitudes que se presentan. Me refiero a mecanismos de profundización en las 
observaciones y de diálogo, para un entendimiento de las condiciones que debe cumplir el proyecto 
para ser aprobado. En esa ida y vuelta encabezamos, en cierta forma, la discusión. El 15 de febrero 
hubo una reunión entre el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el equipo del Ministerio de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial en la sede del Ministerio de Transporte, en la que estuvo presente 
el señor Pablo Genta y, por nuestra parte, el Director de Secretaría, Arquitecto Jorge Rucks, en la que 
se acordaron las condiciones que debíamos cumplir para que la aprobación del puente fuera viable. 
Dichas condiciones están planteadas en el informe del Departamento de Evaluación de Impacto del 15 
de octubre que precedió a la solicitud de ampliación de información que eleváramos al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. En ese informe, los técnicos de la Dinama plantean que para que sea 
posible la aprobación del puente sería necesario que se dieran una serie de condiciones que no 
estaban. Esas condiciones se trasladaron al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y este 
manifestó su voluntad de implementarlas. ¿Cuáles son esas condiciones? En cierta forma, también se 
plantearon en la última reunión en que trabajamos este tema. Básicamente, hablamos de impactos 
ambientales y territoriales negativos que tenían que ver con la condición de Ruta 10 como ruta 
nacional. La conexión profundizaría esos impactos negativos en dicho territorio, por lo que una de las 
primeras condiciones que planteamos para la construcción del puente fue la desafectación de dicha 
ruta. Por su parte, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, responsable de tomar o no esa 
medida, estuvo de acuerdo en adoptarla. En la reunión en que se produjo este entendimiento, los 
responsables de dicha Cartera acordaron proponer la desafectación de la Ruta 10 como ruta nacional 
en los tramos entre José Ignacio y el futuro puente, y entre este y La Paloma, permitiendo de esta 
manera un diseño con criterios de uso armoniosos con el paisaje y de disfrute del entorno, así como el 
desvío de todo el tráfico pesado hacia la Ruta 9. 


Un segundo componente de las condiciones planteadas por el equipo de la Dinama para 
mitigar los efectos sobre el territorio y el ambiente tiene que ver con la redefinición -desde el punto de 
vista del ordenamiento- de la vialidad del área, no solo en lo que tiene que ver con el puente sino 
también con los tramos de circulación de la micro región de José Ignacio, y dotar del equipamiento 
necesario al tramo que une a la Ruta 10 con la Ruta 9 del lado de Rocha, de acuerdo con estos 
criterios de bajo impacto. En consecuencia, esto implica un segundo nivel de actuación en el área -que 
acompañe a la definición a favor de la construcción del puente- que supone el estudio, el diseño y la 
puesta en gestión del ordenamiento -tanto de la micro región de José Ignacio como de la región entre 
dos lagunas de Rocha- así como la participación y el compromiso de ambos Gobiernos 
Departamentales. No solo se trata del papel del Ministerio de Transporte y Obras Públicas asegurando 
la recalificación de la Ruta 10, sino de la actuación de los dos Gobiernos Departamentales en las 
decisiones que impliquen, justamente, la adecuación del ordenamiento de ambas zonas. 


Hay una tercera medida -y cabe destacar que esto tiene competencia casi directa con el 
quehacer del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- que se relaciona con 
la incorporación de la Laguna Garzón al SNAP. En ese sentido, hemos trabajado junto a las 
Intendencias de Rocha y de Maldonado para la incorporación del área y decimos que, de esta forma y 
desde el punto de vista ambiental y del ordenamiento, estamos blindando esa zona con el máximo de 
protección que nos permite el marco legal y de gestión actual. 


El cuarto punto que se discutió tiene que ver con las condiciones de implantación del puente 
y eso es parte de lo que debe responder el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, a partir de la 
solicitud de ampliación de información del 18 de octubre del año pasado. Allí planteamos que 
mantenemos nuestra posición en cuanto a que el diseño debe ajustarse a condiciones de seguridad 
que aseguren el no impacto en la boca del puente. En ese sentido, se plantea la posibilidad de que el 
Arquitecto Viñoly, en forma honoraria, colabore en el diseño del mismo. Todo esto fue producto de un 
trabajo de ida y vuelta entre el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial y el de Transporte y 


Obras Públicas, que en otros planos involucra a las Intendencias Departamentales de Rocha y 
Maldonado. En cierta forma, se logra acordar la voluntad de la DINAMA, que estableció condiciones 
necesarias y previas a la construcción del puente. 


Queremos destacar que no se aprobó la autorización, no se tiene un diseño alternativo y hoy 
no tenemos arriba de la mesa la respuesta del Ministerio de Transporte y Obras Públicas sobre las 
condiciones iniciales para la construcción del puente, lo que en teoría se recibiría dentro del plazo 
establecido. Luego hay que hacer un análisis en la DINAMA y, si todo se ajusta al entendimiento, 
podría darse una posición positiva, pero si eso no sucede y la propuesta no se ajusta a los criterios que 
planteamos como necesarios para la construcción del puente, no se podrá seguir adelante. Esto 
sucede con cualquier empresa o emprendimiento y tiene que ver con una ida y vuelta que se da 
siempre entre las condiciones que se establecen desde la DINAMA y el ajuste de los proyectos a ellas. 
Esa es la situación al día de hoy en lo relativo al puente. 


Por otro lado, me gustaría profundizar en dos cosas en las que venimos trabajando desde el 
Ministerio. Por un lado, destaco que algunas de esas condiciones que he mencionado como, por 
ejemplo, la desafectación de la ruta, competen al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, por otro, 
que nosotros como responsables del ordenamiento y del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, 
hemos estado trabajando junto a los Gobiernos Departamentales de Rocha y Maldonado en lo relativo 
al ingreso a la Laguna Garzón. En ese sentido, me gustaría que el Arquitecto Rucks y el Ingeniero 
Chabalgoity, profundizaran sobre la situación de estas gestiones al día de hoy. 


SEÑOR CHABALGOITY.- En relación a lo expresado por la señora Ministra, en la comparecencia 
realizada en el mes de noviembre ya habíamos estado conversando sobre los trabajos de 
ordenamiento territorial o sobre la elaboración de instrumentos de ordenamiento territorial a nivel 
departamental -unos ya están elaborados y otros están en proceso de elaboración- así como también 
en el ámbito nacional.. En ese sentido, en el caso de la Directriz Nacional del Espacio Costero, ya 
cuenta con la aprobación del Poder Ejecutivo y pronto será remitida al Parlamento. 


Al respecto, una de las cuestiones que me parece importante señalar -y pido disculpas si 
reitero algunos conceptos porque seguramente ya lo habrán discutido con los respectivos Gobiernos 
Departamentales- es que de ninguna manera -pese a un comentario que se ha recogido en la prensa 
o que se ha difundido a nivel masivo- el modelo territorial de ocupación costero entre la Laguna 
Garzón y la Laguna de Rocha daría continuidad a un modelo tradicional de urbanizaciones densas, 
compactas y continuas; allí no va a haber un Miami ni un Cancún. Uso esos términos porque son los 
que comúnmente se han estado utilizando a nivel de comunicación masiva y de medios de prensa. 


¿En qué nos basamos para hacer esta afirmación? El instrumento de ordenamiento territorial 
- el plan local entre la Laguna de Rocha y la de José Ignacio, que abarca una superficie de 33.000 
hectáreas aproximadamente- que fue elaborado por el Gobierno Departamental de Rocha en convenio 
con el Ministerio -que aportó recursos por mandato de la ley de ordenamiento territorial, que establece 
el aporte de recursos a los Gobiernos Departamentales- está vigente hace más de un año, o sea, 
mucho antes de que se tomara una eventual decisión en cualquier sentido sobre el puente. Es decir 
que con puente o sin puente, el modelo territorial -o sea, la forma de usar y ocupar ese territorio- va a 
responder a precisas directivas que están en este instrumento. Como todos saben, para que tuviera 
valor tuvo que ser aprobado por la Junta Departamental, procesado a nivel de todas las instancias de 
participación -como las puestas de manifiesto y la audiencia pública- y haber cumplido con todas las 
demás disposiciones que tiene la ley, tales como la aprobación de la evaluación ambiental estratégica 
por parte del Ministerio, a través de un equipo que conforman la Dinama, la Dinot y la Dinagua. 
Asimismo, este instrumento también contó con el informe de correspondencia que fue emitido 
favorablemente por el Ministerio hace más de un año, aproximadamente. 


Por tanto, toda la discusión que se ha dado en torno al puente, más allá de todo lo que se ha 
planteado, se hizo sobre un proyecto territorial del lado de Rocha que no plantea la urbanización 
continua ya que propone, justamente, una urbanización de baja densidad, discontinua -alternando 
áreas ocupadas con no ocupadas- y que pone de relieve una serie de aspectos que garantizan el 
acceso público al océano. En ese sentido, se va a buscar, justamente, que haya entradas en forma de 
peine desde la Ruta 10, como ustedes saben. El 80% de la extensión de la Ruta 10, excepto cuando 


llega a Garzón y a Rocha, dista un promedio de 1.200 metros del mar. En toda esa zona se garantiza, 
a través de la aprobación eventual de proyectos de fraccionamiento, el acceso público al océano. 
Además, este documento legal -porque, insisto, está aprobado por la Junta Departamental- garantiza el 
acceso público a toda la faja costera, ya que pasa, de pleno derecho, al dominio público la faja de 
150 metros contados a partir de la línea de ribera, tal como dice la ley, en todos aquellos lugares donde 
se autorice la realización de fraccionamiento. Sé que es muy difícil de resumir todo esto en tan corto 
tiempo, pero quizá este sea, entre los planes de la generación posterior a la ley de ordenamiento -por 
no decir en términos históricos- uno de los planes con mayor nivel de detalle en cuanto al uso y 
ocupación que existen en la costa uruguaya. Aclaro que no estoy hablando de Montevideo, que es 
urbano; quiero que se entienda bien. En este sentido, entonces, se garantiza el acceso público a las 
playas por las vías que se construyen. 


Se me preguntará de dónde sale todo esto. Lo que ocurre es que la propia ley de 
ordenamiento, en su artículo 38, plantea que cuando se autoriza un fraccionamiento se debe destinar 
no menos del 10% de la superficie a distintos usos que el Gobierno Departamental correspondiente 
quiera darle. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿En qué instrumento legal está contenido ese plan de ordenamiento? ¿Hay un 
plan? 


SEÑOR CHABALGOITY.- Sí, está colgado en la página web de la Intendencia. Es el “Plan Local de 
Ordenamiento Territorial Lagunas Costeras”, de julio de 2010. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El Plan Local es una ordenanza, una norma legal o un proyecto? 


SEÑOR CHABALGOITY.- El Plan Local es un instrumento de ordenamiento territorial previsto en la ley. 
Para que el señor Presidente lo comprenda mejor, es exactamente del mismo nivel legal que el plan 
local de Kiyú y su área de influencia. Es decir que tiene aprobación de la Junta Departamental; de lo 
contrario, no sería un plan. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿El fraccionamiento de Las Garzas no está comprendido por ese plan porque es 
anterior? Esa baja ocupación allí no se da, porque estamos hablando de 500 lotes. 


SEÑOR CHABALGOITY.- El señor Senador tiene toda la razón porque, como bien sabe -lo hemos 
visto en otras oportunidades en que hemos estado aquí- el fraccionamiento de Las Garzas es anterior 
a la ley de ordenamiento territorial. 


SEÑOR MOREIRA.- Dos días. 


SEÑOR CHABALGOITY.- El señor Senador comprenderá que puedo contestarle con los instrumentos 
que tengo. Su pregunta fue si era un plan legal y mi respuesta tajante es que sí porque está aprobado 
por la Junta Departamental y porque recorrió todos los procedimientos establecidos en los artículos 23 
a 25 de la ley de ordenamiento territorial. Con esto no estoy diciendo que sea bueno o malo; eso es 
algo que juzgarán los señores Senadores. Estoy diciendo que es un plan de un enorme nivel de 
detalle, como no existe otro en zonas costeras similares; no estoy hablando del caso de Montevideo, 
repito. 


Cuando se me plantearon estas preguntas, estaba explicando cómo se garantiza todo esto. 
Ocurre que, justamente, la Intendencia de Rocha es una de las pocas que tiene reglamentada la 
aplicación del artículo 38 de la ley de ordenamiento territorial. Esa disposición comienza diciendo: “Los 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible en las áreas delimitadas de suelo 
urbano, suelo suburbano o suelo con el atributo de potencialmente transformable, preverán las 
reservas de espacios libres y equipamiento, así como límites de densidad y edificabilidad”. Y más 
adelante dice: “El Gobierno Departamental, atendiendo a las características socioeconómicas de su 
ámbito jurisdiccional o la dotación de áreas para circulaciones públicas del proyecto, podrá disminuir el 
citado estándar hasta el 8% (ocho por ciento)”. Esta aclaración se hace porque anteriormente la norma 
establece que nunca puede ser menor de 10%. El Gobierno Departamental de Rocha reglamentó, por 


el Decreto N* 2 de 2011 de su Junta Departamental, cómo va a aplicar este cometido que le otorga la 
ley. Es así que con mucha claridad expresa: “Se podrá aprobar en forma fundada -siempre que ello no 
sea contrario a lo estipulado por los instrumentos de Ordenamiento Territorial- de conformidad con el 
propietario y previa anuencia de la Junta Departamental” -téngase en cuenta que se necesita la 
anuencia de la Junta Departamental y no del Intendente; recuerden que uno de los aspectos 
sustantivos de la ley de ordenamiento territorial era quitar la discrecionalidad que pudiera tenerse a 
nivel de un ejecutivo para tomar decisiones, que sí era habilitada por las leyes de centros poblados- “la 
sustitución parcial o total de la cesión de suelo en la localización de la actuación por una prestación 
equivalente en dinero en efectivo o la permuta por otros bienes inmuebles ubicados en otras zonas del 
departamento o por obras de infraestructura de carácter social que se consideren impostergables. Para 
que la sustitución tenga lugar, además de los requisitos referidos, se deberá en todos los casos valorar 
la equivalencia en base a informe de avalúo actualizado de la Dirección Nacional de Catastro, 
solicitado a tales efectos.-” No solamente se puede obtener un mayor aprovechamiento a través del 
terreno cedido en el lugar, sino también de otra forma. La ley lo prevé y el decreto lo reglamenta y 
expresa cómo se va a hacer. Cabe acotar que todo esto es muy anterior a la fecha actual y a la propia 
ley, que fue aprobada en junio de 2008. 


Los señores Senadores podrán observar en la lámina que tengo sobre la mesa que, 
básicamente, este es el plan proyectado. Aquí se puede advertir el área de mayor fragilidad, que está 
coloreada de celeste. Me refiero a la zona costera que, justamente, es la zona de desarrollo residencial 
de baja intensidad que ocupa 2.200 hectáreas de todo este polígono de 30.000 hectáreas y que en la 
hipótesis de mayor aprovechamiento podrá llegar a ser ocupada entre un 6% y un 8%. En esta zona se 
promueve la baja densidad pero también está la intención de concentrar dejando grandes espacios 
libres. Para estas zonas el plan prevé bastantes detalles. Como podrán apreciar en el material, en la 
parte inferior aparecen fraccionamientos. Precisamente, esos fraccionamientos son los que se 
aprobaban en nuestro país, muchas veces en contravención a lo que disponían las leyes de centros 
poblados de 1946, como es el caso de Ciudad del Plata, sobre la que hemos hablado en varias 
oportunidades con el señor Senador. Estas manchas que aparecen en las figuras son situaciones 
preexistentes; en estos casos existen ciertos derechos de gente que compró en la zona -algunos ya 
habrán pagado los terrenos y otros no- y, al respecto, el Gobierno Departamental de Rocha, desde 
hace muchos años -y por lo tanto a través de varias Administraciones políticas- ha venido tratando de 
revertir esta situación, ya sea por la vía de la expropiación de un conjunto de padrones -porque la 
deuda por concepto de Contribución Inmobiliaria muchas veces es mayor- o ya sea a través de 
incentivos, como lo hacía el Decreto del año 2003. Me refiero a la famosa Directriz Nacional del 
Espacio Costero que conocen los señores Senadores, que planteaba beneficios, incentivos y estímulos 
a los efectos de que los propietarios se conformaran en un área mayor, porque los fraccionamientos 
eran de 500 metros, algo realmente absurdo. 


En ese sentido, sobre esta preexistencia que no es fácil de eliminar pero sí es posible mitigar, 
el plan sugiere que el régimen general para toda esta área tenga el suelo dividido en 5 hectáreas como 
mínimo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Los valores son rurales? 


SEÑOR CHABALGOITY.- Exacto; es similar al mínimo que plantea, pero no por ese motivo sino 
porque es un suelo suburbano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuánto terreno fue fraccionado antes de la ley de centros poblados? ¿Qué 
área está fraccionada? Pregunto esto porque al instalarse el puente se potencian y valorizan los 
terrenos que no han sido ocupados y que fueron fraccionados en la famosa época de la “raviolada” en 
Rocha. Ahora esos terrenos se jerarquizan, se potencian y se vuelven atractivos. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Lamentablemente no tengo aquí la suma de todos esos fraccionamientos, 
pero con mucho gusto se la puedo hacer llegar. En todo caso, lo que plantea esta Ordenanza -ya que 
la zona no se ha desarrollado mayormente; como ustedes saben, hay un gran vacío, excepto en la 
zona del Caracol que ha tenido un tratamiento distinto y no figura en el dibujo que les estoy mostrando- 
es no autorizar fraccionamientos menores a cinco hectáreas. El Plan establece -tal como señaló el 
señor Senador Bordaberry en su intervención- que en hasta un 35% del área total de la zona se 


admitirán proyectos de desarrollo, residenciales-turísticos con predios menores a cinco hectáreas. Esto 
es lo que se plantea para vivienda unifamiliar, hoteles o lo que fuere, pero con criterios FOS y FOT, es 
decir, Factor de Ocupación del Suelo y Factor de Ocupación Total, que garantizan una baja densidad. 
Ante cada fraccionamiento que se haga, que deberá tener límite al norte y al sur, se construirá una vía 
de acceso público porque, en algunos casos muy particulares -como contaré seguidamente- el propio 
decreto lo establece hasta con el número de padrón. Es el caso que figura en blanco en los gráficos - 
aclaro que puedo dejar estos documentos a la Comisión- que está más cerca de la Laguna de Rocha. 
Allí, claramente, se puede observar que los factores de ocupación del suelo son bajísimos, que las 
áreas de propiedad común cuando hay más de cuatro unidades de vivienda por hectárea ascienden al 
90% y solo el 10% es de uso privado, lo cual justamente implica la construcción en altura, que está 
limitada a seis plantas. Quiere decir que se plantea una ocupación que nada tiene que ver con la que 
conocemos; es distinta y de baja densidad -eso no quiere decir que sea mejor ni peor- y busca 
concentrar las viviendas generando la mayor cantidad de espacio libre en todos los predios en los que 
a futuro se vayan a autorizar fraccionamientos. 


SEÑOR VIERA.- Quiero saber si está previsto hacer una rambla costera. 


SEÑOR CHABALGOITY.- No está prevista ninguna rambla costera ni en el Océano Atlántico ni en la 
Laguna Garzón; sí hay una bajada en peine a la playa y ciento cincuenta metros que pasan al dominio 
público. 


En el artículo 10 se expresa claramente que se pasa de pleno derecho al dominio público 
mediante escritura registrada y si eso no sucede, no se habilita el fraccionamiento. Este artículo señala 
que para otorgar permiso de construcción en los padrones incluidos en el polígono, lo que se deriva se 
deberá ceder gratuitamente por escritura pública al Gobierno Departamental de Rocha, una faja de 
protección costera de ciento cincuenta metros de ancho, medida desde el límite superior de la ribera - 
según la definición del artículo 37 del Código de Aguas- hacia el continente. Dicha faja se incorporará 
al dominio municipal de la costa. Pero, además de esos ciento cincuenta metros que van a ser de 
arenas para caminar, donde no va a haber rambla, también se impone una servidumbre non aedificandi 
dentro del predio. Por lo tanto, hay un total de doscientos metros, contados a partir de la ribera, donde 
no se va a poder edificar. En todo caso, allí están planteados retiros -al igual que desde la Ruta 10 
hacia adentro- entre terrenos linderos que podrán usarse para decks de madera, estacionamientos, 
etcétera, pero no para construcciones de clase alguna. 


SEÑOR VIERA.- Tengo entendido que el proyecto fue elaborado técnicamente y aprobado por la Junta 
Departamental y por el Ministerio. Me gustaría saber si se ha comprobado que el acceso a la costa en 
forma de peine y no a través de una rambla es mejor para la preservación ambiental, porque en cuanto 
al acceso público me genera dudas. En base a la experiencia de otros países, vemos que todos los 
accesos a la costa en forma de peine terminan dejando zonas que, si bien no son playas privadas, 
prácticamente se usan como tales y tornan bastante más difícil el acceso. Algo hermoso del Uruguay 
es que toda la costa tiene una rambla que separa lo público de lo privado. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Entiendo que fue una decisión consciente. Incluso, la propia directriz para 
el espacio costero que elaboró el Poder Ejecutivo -reitero que el proyecto de ley está en fase de 
ser enviado- desestimula la construcción de ramblas. Algo distinto es que en esos ciento cincuenta 
metros puedan construirse paseos costeros. Si el señor Senador se refiere a una rambla con tránsito 
de vehículos -según la definición del Decreto de la Junta Departamental- la respuesta es que no se va 
a construir. 


La documentación también se refiere a los doscientos metros no edificables en general. 
Asimismo, el Decreto establece que todos los espacios adyacentes a las barras de la Laguna Garzón y 
Rocha son non aedificandi. Se garantiza el acceso público a la costa mediante la cesión obligatoria. Se 
prohíbe la apertura de calles costaneras en el borde de los fraccionamientos que también acceden a la 
ribera de la Laguna Garzón. Asimismo, se establece un conjunto de normas -a modo de ejemplo, 
señalo que el montón de hojas que tengo en mi mano son de un solo artículo- que prevén todas las 
posibilidades del saneamiento, la accesibilidad a la costa, la protección costera, los sistemas de 
abastecimiento de agua, los sistemas de tratamiento de efluentes sanitarios. Quiere decir que se trata 
de un Plan que prevé todos estos aspectos. 


A mi juicio, es el primer plan costero que tiene en cuenta tantos detalles. Reitero que no digo 
que sea bueno o malo, ya que todos podemos tener opiniones distintas sobre el modelo territorial. Sí 
es claro que hubo una previsión de que lo que sucediera allí no se saliera de control. Incluso, en el 
área protegida de la Laguna de Rocha, donde -claramente- no puede haber ninguna fracción menor a 
cinco hectáreas -no existe ahora ni puede haberla a futuro- se declara non aedificandi y ya de entrada 
se cede de pleno derecho toda esa franja a la Intendencia para garantizar el acceso porque esto puede 
llegar a no fraccionarse. También está previsto el tema del tendido eléctrico y telefónico subterráneo. 
Es decir que en el texto legal se constata que hay preocupación por la protección del paisaje y las 
cualidades naturales de esa área. 


Sin ánimo de aburrirlos, quiero decir que, desde el punto de vista de los antecedentes de la 
planificación, existen otro tipo de medidas que también son innovadoras, por lo menos para estas 
zonas del país. Me refiero a la tasa de monitoreo y control ambiental que impone el Plan a efectos de 
tener recursos para hacer el seguimiento correspondiente. Seguramente los señores Senadores 
sabrán que, después que se otorga la autorización, hacer el seguimiento del control ambiental resulta 
bastante oneroso para los Gobiernos Departamentales e, incluso, para el propio Gobierno Nacional, y 
es muy difícil llevarlo adelante. 


(Intervención del señor Presidente que no se escucha) 


-Con relación al ámbito departamental, miro especialmente al señor Presidente de la 
Comisión porque sé que ha padecido esta situación, que no es fácil de llevar adelante. 


En el artículo 16 está planteada la tasa de monitoreo y control ambiental, pero no voy a leerlo 
para no quitar más tiempo a los señores Senadores. 


Además, se generan servidumbres de acceso directo para distintas obras públicas; tampoco 
voy a entrar en detalles sobre esto. 


Asimismo, existen disposiciones especiales y concretas para aquellos valores ambientales 
que la zona tiene y se quieren proteger de manera especial. Tal es el caso de las cárcavas. Hay una 
medida concreta, con carácter general, por la que se mantiene la exclusión de fraccionamiento de 
edificación en las cárcavas. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Se prohíbe? 


SEÑOR CHABALGOITY.- En realidad, con carácter general se mantiene la exclusión de 
fraccionamiento o edificación en las cárcavas. Aclaro que esto ya se establecía en la Ordenanza del 
año 2003. Leo textualmente: “Sin perjuicio de ello y en atención a que existen diferentes grados de 
consolidación del fenómeno de las cárcavas” -aclaro que no son todas iguales- “los propietarios que 
pretendan realizar una propuesta específica del uso del suelo que las comprende, deberán: c. delimitar 
en forma precisa su ubicación; d. presentar un informe técnico que realice una evaluación ambiental 
específica de la misma y que dé fundamento a la propuesta. Previo informe técnico favorable, el 
Intendente” -que no resuelve- “podrá aprobar la propuesta con la anuencia expresa de la Junta 
Departamenta"”. Como verán, la decisión final siempre queda en manos de la Junta 
Departamental. 


Señor Presidente: en Rocha la Ordenanza Costera y toda esta situación ha pasado por 
varios períodos de colores y en todos fue aprobada por una enorme mayoría de votos o por 
unanimidad. Esto ha ocurrido en Rocha; no digo que esté bien ni que esté mal, sino que es un dato de 
la realidad. 


En otro orden de cosas, habrán oído hablar -en las audiencias públicas se ha hecho 
referencia al tema reiteradamente- del monte psamófilo y otras especies vegetales de las cuales 
quedan muy pocas en el país, pues en otras zonas costeras se han ido eliminando. A este respecto, se 
dice: “Con carácter general se conservarán las asociaciones vegetales de interés, prohibiéndose su 
destrucción. En los predios que exista este tipo de asociaciones, los propietarios que soliciten permiso 


de construcción, deberán presentar un plano de relevamiento y fotografías que identifiquen claramente 
su ubicación dentro del predio. Previo al otorgamiento del permiso de construcción, la Intendencia de 
Rocha establecerá las afectaciones que entienda pertinente para su conservación”. 


De esta manera, advertimos que existen medidas de prevención de contaminación en todo lo 
que tiene que ver con el tratamiento del tema saneamiento y agua. El informe de OSE garantiza que 
existe agua suficiente para abastecer la zona a través de perforaciones. De acuerdo con lo que 
establece la Ordenanza, esos espacios en los que se lleven a cabo las perforaciones pasarán también 
al dominio público. 


Ya hemos hablado de la preservación del paisaje, así como también de los drenajes pluviales 
y de la tasa de monitoreo y control ambiental. 


El Plan también prevé que, de existir demanda a futuro, se delimite una zona de dos mil 
hectáreas de suelo de potencial desarrollo turístico al norte de la Ruta 10 con cinco hectáreas como 
mínimo de fraccionamiento. 


En las entradas de Ruta 9 se dejan unos suelos -son 4.200 hectáreas- que tienen el atributo 
de ser potencialmente transformables en la medida en que, a través de ellas, podría generarse 
demanda de localización de estaciones de servicio o de algún otro tipo de servicio que en el futuro 
requiera el desarrollo urbanístico de la zona. 


Los señores Senadores sabrán que un suelo con el atributo de ser potencialmente 
transformable no puede serlo por mera decisión de un particular ni del Intendente departamental, sino 
por un proceso de planificación que dé los mismos pasos que el instrumento de la puesta de 
manifiesto, audiencias públicas, estudios y, finalmente, la aprobación de la Junta departamental. 


Todo lo que en el Plano aparece en color violeta -ya termino; pido disculpas a la señora 
Ministra por haberme extendido demasiado- es el Área Protegida Laguna de Rocha, que ya está 
salvaguardada a través del Decreto por el cual se la ingresó al Sistema Nacional de Áreas Protegidas 
de Uruguay. Allí se imponen restricciones totales a suelos rurales naturales al norte de la Ruta 10. 


Finalizo diciendo que, en el acierto o en el error, en el acuerdo o en el desacuerdo, una 
lectura textual y ordenada del plan local indica que el modelo territorial que se promueve nada tiene 
que ver con el modelo tradicional de urbanización continua, así como con el de predios pequeños 
desde Montevideo hacia el Este y al Oeste, en Playa Pascual y zonas aledañas. 


En ese sentido, todo el control sobre el territorio no es una potestad que recaiga 
exclusivamente en el Intendente de turno, sino también en la Junta Departamental. Me estoy refiriendo 
a todas las decisiones como las que acabo de leer. No hay tema de la protección que no haya sido 
considerado. Es claro que esto es aplicado por humanos, al igual que cualquier otro instrumento o ley. 
La vida será la que dirá. 


Eso era cuanto quería decir con respecto al departamento de Rocha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, quisiera hacer alguna consideración con respecto a lo que 
estaba desarrollando el Ingeniero Chabalgoity. 


Lo primero que quiero decir es algo que todos ya sabemos: se trata de una zona muy frágil, 
que la mayoría de los uruguayos hemos disfrutado y que, por tanto, debemos cuidar y proteger. 
Actualmente, la urbanización de esa zona es mínima, casi errática. Creo que con la presencia del 
puente estaríamos logrando el efecto contrario. 


Si no entendí mal, según el plan proyectado se estaría autorizando un 35% de urbanización 
en el área. A eso se tienen que sumar los fraccionamientos autorizados en el año 1947, la famosa 
“raviolada” que llega a esa zona de Rocha. A eso también tenemos que sumar la potenciación que se 


promoverá de todos los terrenos que hoy están “balutos”, como decimos en campaña, y que no están 
habitados ni construidos, pero autorizados como fraccionamiento, que son propiedad de diferentes 
ciudadanos uruguayos o extranjeros. Hay que agregar las construcciones que se autoricen, que 
tendrán hasta seis plantas, así como los “peines”, que son calles, caminos, entradas y salidas hacia el 
océano proyectados en este plano y también las calles, aunque no existan, porque en Rocha ha sido 
tradicional no arreglarlas o autorizar un fraccionamiento sin abrirlas. Desde el punto de vista legal, las 
calles están en los fraccionamientos existentes; lo hará la Intendencia o los privados, pero aparecerán 
otras nuevas. Sin duda, eso va a aumentar la presión sobre un ecosistema muy frágil que es 
patrimonio del país. 


En cuanto a las medidas aplicables, tenemos alguna experiencia con relación a este tema. 
Siempre dije que el Estado debe disponer, ordenar un 10%, y controlar un 90% que se cumplan las 
ordenanzas. Eso es muy difícil; a todos los que están o hemos ocupado cargos ejecutivos en algún 
escenario del Estado, se nos ha vuelto un gran problema lograr que se cumpla lo que está 
reglamentado. 


Por las dudas, aclaro a Manuel Chabalgoity -a quien conozco de niño; me lo cruzaba en la 
calle cuando iba a la escuela- que, en 25 años, nunca autoricé un fraccionamiento en Ciudad del Plata. 
Eso es un caos, del mismo modo que lo es en Rocha; en lo personal, soy contrario al desorden 
urbanístico. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Como quizás no fui del todo preciso, aclaro que ese 35% refiere a parcelas 
de menos de 5 hectáreas destinadas a construcciones; los predios en los cuales se insertan nunca 
pueden tener una superficie inferior. Las construcciones que mencioné al pasar, y quizás de manera 
equivocada, que son de hasta 6 plantas y con 18 metros, solo se podrán hacer cuando el 
fraccionamiento en el que se inserten tenga superficies comprendidas entre 50 y 300 hectáreas. 
Estamos hablando de que en un predio de 100 hectáreas se podrá construir un máximo de cuatro 
unidades habitacionales por hectárea, que no ocuparán más del 10% del suelo medido en planta. 
Estamos hablando de predios de 50 a 300 hectáreas... 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No hay nadie allí? 


SEÑOR CHABALGOITY.- No hay ninguna duda de que actualmente no hay nadie; habría que 
investigar el porqué, pues esos fraccionamientos están hace mucho tiempo. Es más, hay 
fraccionamientos enteros que han sido expropiados y se ha ganado el juicio a la Intendencia Municipal 
por el tema de la deuda y por otros mecanismos que el señor Senador Chiruchi conoce muy bien. 


Por lo tanto, no sumaría una ecuación lineal, porque si uno hace las cuentas de lo que está 
planteado en el Plan, se puede ver que más del 6% o el 7% de esa superficie no podrá tener 
construcciones. Comparto la preocupación en cuanto a que la norma, la autorización y el control 
posterior de lo que se haga son aspectos diferentes. También digo que la Ordenanza previó el 
financiamiento de ese control a través de la Tasa de Monitoreo Ambiental. Entonces, si de la lectura del 
documento se intenta ver cuál fue la intención de los técnicos y de los Legisladores que aprobaron esta 
norma, se advertirá que es usar una zona que hoy en día no está utilizada y que no hay motivo para no 
hacerlo. Aclaro que no estoy apoyando o desaprobando la construcción del puente, sino hablando de 
un recurso y de su utilización de una manera distinta a la que se ha usado en el resto del territorio. La 
realidad dirá si el control se logra hacer o no, pero es del caso aclarar que están los mecanismos y el 
financiamiento previstos a tales efectos. 


Tenemos claro que la situación de la zona conocida como “El Caraco!” es distinta porque ahí 
existe el fraccionamiento y cuenta con cierto nivel de ocupación. Es la más densa y preocupante, se 
prohíbe la existencia de la rambla, la construcción en área inundable -no solo se hace referencia a los 
50 centímetros que plantea la ley, sino que también se expande esa distancia a un metro- y se 
establece que no se puede ingresar por adelante, sino que debe hacerse por detrás, para lo cual se 
tendrá que hablar y acordar con el propietario. Asimismo, se divide en zonas según las unidades de 
paisaje, aunque no ingresaré en detalles porque hay componentes vegetales, geológicos y paisajísticos 
que son distintos. Para cada una de esas zonas se establecen formas distintas de ocupación: en la 
marcada con color verde se encuentran las viviendas unifamiliares con hotelería y complejos de muy 


escaso porte -como se indica en el artículo 8”- y en la zona más frágil se localiza -solamente se 
localiza- la vivienda unifamiliar. Además, la normativa establece que si se construyera para servicio 
doméstico, como muchas veces sucede, deberá estar incluido en esos metros. Por supuesto que la 
zona roja -también ha sido estudiada en detalle- es la de comercios instalados en torno al parque 
público. Para cada unidad de paisaje -no leo para no aburrirlos- hay una precisión clara de los frentes y 
fondos -pido disculpas por mi exposición desordenada-; no se trata de construir en tiras, sino de 
generar un modelo, un diseño territorial que, bueno o malo, está pensado y regulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Será posible que dejen la documentación para que los miembros de la 
Comisión podamos estudiarla en detalle? 


SEÑOR CHABALGOITY.- No hay problema. Incluso, me comprometo a copiar en un CD el Plan 
completo -que además está en la página web de la Intendencia-y a enviárselos; en el caso de los 
gráficos, hoy mismo puedo dejarlos. 


Finalmente, quiero agregar que en Maldonado la situación del planeamiento no es la misma 
que en el departamento de Rocha. Lo que existe como instrumento madre son las directrices 
departamentales que generan, entre otras cosas, una categorización del suelo. En el entorno de la 
Laguna Garzón, básicamente, hay un área de suelo rural natural o rural productivo y en las directrices 
está de alguna manera, porque se establece que no se debe urbanizar. La Intendencia de Maldonado 
está haciendo, en convenio con nosotros, el Plan local a nivel de detalle que tiene Rocha entre las dos 
Lagunas, como ya mencionó la señora Ministra. Si bien no está aprobado, tiene un nivel de avance 
importante; está planteado que en el mes de julio sea puesto de manifiesto y que en agosto se 
produzca la audiencia pública para que hacia octubre el documento esté a consideración de la Junta 
Departamental. Quiero señalar que si bien estas fechas se han planteado ahora y cuentan con la firma 
de los Directores de los Gobiernos Departamentales porque deben comprometerse a blindar el modelo 
territorial, en los borradores -lo aclaro- hay innovaciones con respecto a lo que era el modelo de la 
Barra hacia el otro lado, que era continuo. Asimismo, se asemeja mucho -en lo posible porque esa área 
tiene muy importantes bellezas naturales- a la otra zona que, lamentablemente, tiene años de 
ocupación. De alguna manera, queremos blindar estas definiciones -como comentaba antes- que no 
son leyes pero están en un proceso avanzado, en lo que respecta a las estrategias regionales de 
ordenamiento territorial que convenga el Poder Ejecutivo con los cinco Gobiernos Departamentales que 
seguramente ya las han conocido y, por ende, tienen un importante nivel de avance y definición. Sin 
embargo, también aclaro que las estrategias regionales son lineamientos de política territorial porque 
quienes las concretan en FOS, FOT, altura, etcétera, son los Gobiernos Departamentales, pero es una 
definición política que los obliga -porque ellos mismos la han adoptado- a tomar en cuenta esto a la 
hora de establecer sus instrumentos. Precisamente, entre las disposiciones está la de no hacer 
ramblas costeras, no más desarrollos de ese tipo en la zona; en síntesis, no un Miami ni un Cancún, 
aunque quizá tengamos una Picada de Varela. 


SEÑOR RUCKS.- De acuerdo con lo que me ha pedido la señora Ministra en cuanto a la presentación 
que me corresponde hacer, voy a referirme a la incorporación del área protegida de Laguna Garzón al 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas. En ese sentido, es importante tener en cuenta que la 
incorporación de esta área está prevista dentro del plan del mencionado Sistema de 2010 a 2014, que 
define la prioridad de incorporación de áreas a nivel nacional. Esto se hizo en base a un análisis 
matricial de las distintas variables ambientales que se deben conservar a nivel nacional y permitió 
identificar, a través de un sistema SIG, la localización de esos valores en términos territoriales y las 
zonas prioritarias de conservación. Indudablemente, la costa de Rocha concentra varias de estas 
zonas de interés, algunas de las cuales ya han tenido un proceso de incorporación al sistema -por 
ejemplo, Cabo Polonio, el área de la Laguna de Rocha o Cerro Verde- lo que se fundamenta en la 
importancia del sistema de lagunas costeras en lo que hace a la alimentación de los sistemas naturales 
y a la interacción entre la costa y el mar. Esa interacción entre aguas dulces y saladas, y la 
incorporación de valores biológicos aptos para un desarrollo en zonas protegidas genera una riqueza 
de vida y de biodiversidad que es excepcional en el caso de las lagunas costeras. Por lo tanto, es 
evidente que existe una responsabilidad en su protección, que se ha puesto de manifiesto a través de 
la ley nacional del Sistema Nacional de Áreas Protegidas. En este sentido, toda la discusión y la puesta 
de manifiesto de la iniciativa para construir el puente, así como las consultas públicas generaron una 
visión complementaria a los trabajos técnicos que se hicieron en la DINAMA desde el punto de vista del 
análisis de los aspectos e impactos ambientales, e incorporaron la óptica de las comunidades vecinas 


por medio de dos audiencias públicas que fueron muy importantes. Allí, las opiniones se dividieron 
prácticamente al medio y uno de los temas centrales que surgió fue la importancia de la protección, lo 
que ya estaba fundamentado en los trabajos técnicos que había hecho la DINAMA, teniendo en cuenta 
las características de la zona litoral costera de Maldonado y Rocha. Entonces, esto fue reafirmado por 
la voluntad popular expresada en las observaciones que se recibieron, por medio de propuestas para 
crear el área protegida y por las discusiones en las que prácticamente hubo unanimidad respecto a la 
necesidad de crear el área protegida de Laguna Garzón. 


En ese sentido, inmediatamente iniciamos el proceso de análisis de los antecedentes, los 
que se remontan a la década de los noventa, cuando se identificó la importancia de la conservación de 
todo el sistema lagunar. Se tuvo en cuenta distintas actividades y estudios realizados por varios 
autores, algunos de los cuales proponen la creación del parque de las lagunas costeras, incorporando 
así un área protegida para la Laguna Garzón, la Laguna de José Ignacio y la de Rocha. En concreto, 
durante los meses de octubre y noviembre del año pasado se hizo un relevamiento de los 
antecedentes con relación a los valores que presenta la zona de la Laguna Garzón, con el objetivo de 
identificar dos cosas fundamentales. Una de ellas tiene que ver con cuáles eran los elementos foco de 
la protección y de la conservación que debían atenderse y, la otra -a partir de contar con esos 
elementos- con poder identificar el dimensionamiento del área en términos territoriales a fin de hacer 
una propuesta de definición de categoría de manejo para una zona de este tipo. 


Consideramos que lo que surge de estos estudios es particularmente importante, sobre todo 
en cuanto a los valores de biodiversidad del área, con ejemplares únicos en fauna y flora, y con la 
conservación de algunos ecosistemas como, por ejemplo, el del monte psamófilo que se encuentra 
vecino a la laguna. Además, aparecen otra cantidad de valores muy importantes como son los 
humedales que la rodean o las características de profundidad que hacen que sea un lugar adecuado 
para la alimentación de determinado tipo de aves migratorias. Por tanto, es necesario hacer una 
valorización de lo que significa la conservación de ese espejo de agua con relación a la dinámica 
biológica de la zona. 


Asimismo, para definir la protección necesaria se analizan los antecedentes desde el punto 
de vista de la riqueza de la biodiversidad marina y cómo se produce la interacción entre la laguna y el 
mar, como forma de identificar el comportamiento de los peces, los crustáceos y moluscos, y qué tipo 
de vida se desarrolla allí. 


En base a esto se hace un documento inicial, fundamentado con los antecedentes históricos 
de las iniciativas de protección que existieron, tanto de parte de los órganos públicos como de la 
sociedad y de las organizaciones no gubernamentales, y con los estudios técnicos que ponen de 
manifiesto la riqueza biológica y paisajística del área. Particularmente, hay algunos estudios muy 
relevantes de la Facultad de Ciencias, financiados por el Proyecto FREPLATA, que analizan la 
dinámica de productividad de los ecosistemas lagunares y hacen hincapié en los valores que tiene la 
Laguna Garzón, documentos que fueron tomados como base para la identificación de esas especies 
focales de conservación del área. Se analizan los distintos ecosistemas y eso lleva a una visión 
determinada de la riqueza y de la importancia que hoy está dimensionada en listados de especies - 
tanto vegetales como de fauna- y en la identificación, dentro de ese listado, de aquellas especies que 
están amenazadas o en peligro de extinción, después de las categorías internacionales. Se las 
identifica en su localización y en su dispersión en el hábitat, en los alrededores de la Laguna, en el 
área territorial, en el del espejo de agua y en el de la marina adyacente hasta cinco millas, que es lo 
que se define como el área de incidencia inmediata de esta relación con la costa. 


En ese sentido, pensamos que el Ministerio da un paso -que es la primera acción para la 
integración al Sistema Nacional de Áreas Protegidas- al presentar este documento y la fundamentación 
de la creación del área a la Comisión Asesora de Áreas Protegidas. Como bien saben los señores 
Senadores, la conformación de dicha Comisión es muy amplia y cuenta con la participación de actores 
productivos -Asociación Rural- sociales -organismos de la sociedad civil- académicos -Universidad de 
la República- e institucionales. En esta instancia, en la segunda semana de diciembre se presenta el 
documento y la fundamentación en el marco de la Comisión Asesora de Áreas Protegidas y tiene 
receptividad unánime de todos los asistentes en cuanto a la necesidad y al interés de la creación del 
Área Protegida. De manera que queda un segundo paso que corresponde a la preparación de lo que 
sería el documento del proyecto concreto, que debe tener las características que establece la ley, es 


decir, donde se determina la dimensión del área, que en términos territoriales se llegó a definir en 
alrededor de 36.000 hectáreas, y un área marina que es de proyección de cinco millas náuticas sobre 
el Océano Atlántico. 


La definición del área tiene la importancia de que, necesariamente, toma en cuenta las 
características de los planos de ordenamiento territorial de los dos Gobiernos Departamentales, en el 
sentido de que, evidentemente, las zonas de interés de conservación que hacen tanto a lo que es la 
conservación biológica como a la dinámica de la construcción de costas tienen que ser comprendidas 
dentro de esa área. La idea es que esta no corte la relación entre la zona terrestre y la del litoral 
marino, para lo que debe existir un espacio territorial importante que, justamente, hoy está 
comprometido por los procesos de loteo. Además, hay instancias de discusión con las Intendencias de 
Maldonado y, particularmente, de Rocha por las implicancias que esto tiene, sobre todo por las 
urbanizaciones como la del Caracol, donde la idea de la propuesta es que quede comprendida dentro 
del área protegida de la Laguna Garzón y que las restricciones que el propio desarrollo del plan local 
entre las dos lagunas está planteando -donde nosotros encontramos una fuerte definición de aspectos 
ambientales, tal como fue planteado por el Ingeniero Chabalgoity- deben complementarse con las 
condicionantes que se establezcan por parte de un plan de manejo. En ese espacio se genera un 
diálogo de trabajo para poder definir la mejor categoría de manejo que se adecue a esas condiciones y 
en la propuesta que se está estudiando se define como área de manejo de hábitat y especies aquella 
categoría de manejo que permite orientar la acción de protección con focalidad hacia los objetivos 
específicos a conservar en el área, ya sean de pesca, de fauna, de paisaje o de hábitat. 


Me refiero a los objetivos específicos de flora y fauna, así como de paisaje y hábitat de la 
zona. En principio, esa categoría está coordinada y respeta los procesos de ordenamiento, 
complementándolos en base a las definiciones que tendría la focalización de acciones de protección 
del área. En este momento estamos terminando de elaborar el documento de proyecto que pondríamos 
a consideración pública, lo que implica, de acuerdo con el proceso legal, la puesta de manifiesto de ese 
proyecto que haríamos a partir del próximo mes, dado que el documento está terminado. Una vez que 
se realice la puesta de manifiesto y se reciban las observaciones, puntos de vista o apreciaciones de 
los distintos actores que puedan estar interesados o involucrados, pasaremos a la etapa de audiencia 
pública en la que se tendrían que discutir y definir los puntos de vista sobre la recepción de 
consideraciones por parte de las comunidades vecinas interesadas, de los inversores y demás actores 
involucrados y afectados por la creación del área. Ese mecanismo se encuentra en marcha y ya cuenta 
con un primer proceso formal, acordado a nivel de la Comisión Asesora. Podríamos decir que en un 
90% el documento está terminado y solo faltaría la revisión de la Intendencia de Maldonado. 
Inmediatamente después tendríamos la oportunidad de ponerlo de manifiesto e iniciar el proceso. 


Ese es el estado de situación del proyecto y como les decía, pensamos que en el término de 
una semana o de una semana y media contaremos con un documento inicial que será público y, por 
tanto, accesible a la discusión pública en el marco del proceso de aprobación del tema. 


SEÑOR MOREIRA..- En primer lugar, me sumo a la bienvenida a la delegación. 


Hemos escuchado con mucha atención todo lo que aquí se ha expresado, así como también 
las preguntas que ha formulado el Senador Bordaberry. También debo decir que me parece muy 
oportuna la convocatoria por los dos temas en cuestión. La posición institucional de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente nos parece muy relevante, puesto que hoy el medio ambiente es uno de 
los grandes temas del mundo y tiene que ver con el desarrollo sustentable y con sociedades que 
cuidan valores fundamentales para la convivencia. Seguramente, luego la señora Ministra nos 
explicará su posición porque hemos oído contradicciones muy flagrantes entre distintas voces de las 
máximas jerarquías del Gobierno y, por eso, nos parece importante que se aclare, pero eso será para 
tratar en la segunda parte. 


En lo que respecta al puente sobre la Laguna Garzón, hemos escuchado con atención la 
exposición. Siempre hemos sido críticos de este proyecto de Las Garzas Blancas, que ha cambiado, 
por lo menos, de sociedad. Primero cambió de calificación: primero fue calificado como B, pero 
después pasó a ser A, algo que entendimos que era absolutamente inadecuado desde el principio. En 
momentos en que la Ingeniera Alicia Torres era Directora de la Dinama se lo expusimos y también se lo 


dijimos en la anterior comparecencia a la señora Ministra. A la Ingeniera Alicia Torres le expresábamos 
que esta era una unidad económica y de proyecto entre el fraccionamiento Las Garzas y el puente 
sobre la Laguna Garzón. Evidentemente, asegurando esa conectividad se iba a producir una 
valorización importante en la inversión inmobiliaria de este empresario de origen argentino. Eso todavía 
no se ha concretado, aunque sí se concretó un fraccionamiento que, en verdad, nos causó sorpresa, 
temor y desconfianza. En primer lugar, porque se aprobó dos días antes de la ley de ordenamiento 
territorial y esta, al modificar el artículo 83, prohibía los accesos a la costa, no en superficies de 10.000 
metros, como ahora. Para ser sincero, recuerdo que en ese momento dije que me parecía que la 
iniciativa tenía una especie de nombre y apellido. Cuando anteriormente el señor Senador Bordaberry 
leía lo que el señor Costantini le comunicaba a los eventuales interesados, se me fueron todas las 
dudas. La nueva ley de ordenamiento territorial de Rocha dice que no será posible la realización de 
otro emprendimiento con estas características. Este es el único, y quedó justito porque hubo una 
coincidencia de fechas realmente sorprendente. Sé que ustedes no tienen nada que ver, pero yo lo 
quiero remarcar porque ya lo dije en un momento y lo sigo sosteniendo: la construcción del puente nos 
inquieta a todos y por eso es el eje de muchas polémicas. Quiero destacar que la señora Ministra 
Graciela Muslera y los integrantes de su Cartera han actuado en el tema de una forma coherente y 
lógica de acuerdo con las normas vigentes, pero no pienso igual del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Hubiera querido que el señor Ministro Pintado estuviera aquí sentado para responder estas 
preguntas. Nosotros lo citamos pero parecería que no quiso concurrir con la señora Ministra. Lo vamos 
a convocar a la Comisión de Transporte y Obras Públicas para que asista junto a sus técnicos y nos 
explique por qué tienen una opinión tan favorable sobre la construcción y el emplazamiento del puente. 
Si bien todos podemos estar de acuerdo con que resultaría bueno asegurar la conexión, creo que lo 
más polémico de este proyecto es el emplazamiento, la ubicación de la traza del puente. 


Es algo increíble que hoy el Ministerio esté empujando la iniciativa con ese ímpetu cuando ha 
habido declaraciones muy críticas por parte del señor Subsecretario o del Director de Vialidad con 
respecto a un Ministerio de Vivienda que estaba tomando las medidas precautorias para que el tema 
fuera estudiado con el cuidado que requiere. Como decía el señor Presidente Chiruchi, existen riesgos 
debido a la fragilidad de la zona. Releo informes de la Dirección Nacional de Hidrografía del 14 de 
agosto de 2008 referidos al proyecto, que además fue redactado por los técnicos del señor Costantini y 
que el propio Ministerio toma como propio, lo cual me parece que a todas luces le quita objetividad al 
tema. ¿Cómo es posible que se tome el proyecto del inversor, aunque este pague el puente? El Estado 
tiene que tomar las medidas cautelares para que no haya afectación de bienes; me refiero a algo tan 
importante como es el medio ambiente. 


Cabe acotar que esta zona de la laguna Garzón ahora va a ingresar al Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas, como la laguna de Rocha, lo cual me parece muy bien, pero después voy a hacer 
alguna consideración al respecto. Si no me equivoco, el Ingeniero Ariel Rodríguez, Director de la 
División Hidráulica y Fluvial de la Dirección Nacional de Hidrografía y el ingeniero Pablo Forcheri, Jefe 
de Departamento, advirtieron que se parte del análisis de una sola opción de ubicación: la más cercana 
a la costa y precisamente en la propia desembocadura de la laguna. Hasta ahora eso ha seguido 
integrando el proyecto, pero como no hay otro alternativo parece que esa sigue siendo la única opción 
existente, es decir, construir el puente sobre la barra, sobre la desembocadura de la laguna. La División 
Hidráulica y Fluvial señala que, en cuanto a la zona de emplazamiento, las lagunas costeras que se 
presentan en la costa del país y sus desembocaduras intermitentes conforman sistemas que están 
sujetos a gran variabilidad en su morfología, con cambios físicos importantes. Además, como el tema lo 
amerita, hay que hacer distintos análisis de corto, mediano y largo plazo porque el estudio presentado 
es acorde a obras convencionales de puentes ubicados en el cruce de cauces fluviales, pero no 
atiende en forma adecuada al ambiente natural en que se inserta esta obra, con sus características 
físicas, funcionamiento y evolución. El informe es muy riguroso y extremadamente crítico. Inclusive, 
hace puntualizaciones sobre el funcionamiento de la desembocadura, en una simplificación muy básica 
de cómo se comportaría. Por otro lado, se entiende de muy dudosa validez el análisis referido al 
funcionamiento de la barra, concluyendo que sería estable a lo largo del tiempo. De esta forma, 
podríamos decir que al proyecto presentado sobre la desembocadura, se le da con un caño. 


En conclusión, al informe de la consultora se lo valora como una aproximación inicial y se 
entiende que los estudios realizados “son de débil desarrollo y no resultan suficientes a los efectos de 
avalar la propuesta de ubicación de la traza del puente en cuanto a la estabilidad a lo largo de su vida 
útil”. Asu vez, se cree imprescindible profundizar el estudio, así como también recurrir a la Universidad 
de la República, a la Facultad de Ingeniería y al Instituto de Mecánica de los Fluidos e Ingeniería 


Ambiental, tal como manifestó la señora Ministra en su intervención. También se habla de pensar en 
una ubicación alternativa más segura, más retirada de la desembocadura y alejada de la frágil zona 
donde se la propone. En definitiva, se habla de la responsabilidad que tiene el Ministerio en el sentido 
de dar luz verde a proyectos de estas características. Asimismo, hay un informe geológico que también 
es crítico, como también lo es el informe de la Dirección Nacional de Vialidad, que expresa que en el 
caso eventual de apertura del cordón de arena al mar frente a la ubicación hay un mayor riesgo para la 
estabilidad del puente y se deben complementar los estudios. En definitiva, creo que es lo mismo que 
dijo el Ministerio de Vivienda y Ordenamiento Territorial en su último informe, que el señor Senador 
Bordaberry no posee, pero yo sí. 


Asimismo quiero señalar que todos los informes de la División Evaluación de Impacto 
Ambiental son críticos con esa traza y con esa ubicación. Al primer informe, que es del 1* de julio del 
año 2009, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas lo clasifica como “A”, mientras el Ministerio de 
Vivienda y Ordenamiento Territorial lo clasifica como *C”, tal como tiene que ser, pues un proyecto de 
alto riesgo tiene que tener estudios de impacto ambiental. Se arrancó mal desde el comienzo; no 
puedo entender que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, contando con esa información, haya 
clasificado como “A” este proyecto y considere que no tiene riesgo ambiental cuando la Dirección de 
Hidrografía hizo prevenciones y fue tan crítico con la iniciativa. Por fortuna la División de Evaluación de 
Impacto Ambiental del Ministerio tiene otra consideración totalmente diferente y señala las carencias. 
Establece, por ejemplo, que la información y descripción que constan en los documentos son básicas y 
elementales, así como insuficientes, que carece de descripción adecuada la ubicación del obrador, que 
no se presenta un cronograma de obras, que resulta escaso el aporte en cuanto al área de influencias 
y que se aprecian desviaciones y omisiones. Agrega, entonces, que de acuerdo a lo expresado, no es 
posible realizar una adecuada evaluación del proyecto con la información aportada y se requiere 
ampliar la información. 


Esta larga historia comienza -por lo que consta en el expediente- el 11 de junio del año 2009, 
por lo que ya estamos cerca de que se cumplan tres años del comienzo de este expediente. Estuve 
releyendo el Decreto N* 345/05 relativo al Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental y 
Autorizaciones Ambientales. Me preocupa el tema del plazo porque el último informe de la División de 
Evaluación de Impacto Ambiental que recogí aquí es del 17 de octubre de 2011. 


Por otro lado, tenemos un proyecto de resolución donde se niega la solicitud de autorización 
ambiental previa presentada por el Ministerio de Transporte y Obras Públicas para el proyecto del 
puente. Parece que alguien en algún momento dijo que había que denegar; yo tengo una resolución 
que no tiene ni firma ni fecha, en la que se niega la autorización ambiental. Después, tengo otra de 
fecha 18 de octubre de 2011 -a la que hizo mención la señora Ministra- que requiere información 
ampliatoria y solicita al Ministerio de Transporte y Obras Públicas la presentación de un estudio 
elaborado por técnicos con acreditada idoneidad en el tema, a los efectos de determinar si resulta 
adecuada la localización proyectada de la obra, de forma que se otorgue la mayor seguridad posible 
respecto a la estabilidad del puente a construir, el mantenimiento de la dinámica de interconexión 
costero marina, y se asegure la protección de los ecosistemas lagunar, costero y marino. En caso 
negativo, se debe definir cuál sería la ubicación apropiada realizando el rediseño del puente en 
consideración a la nueva vialidad del área. Hay informes anteriores, entre ellos uno de la División de 
Evaluación de Impacto Ambiental que es sumamente crítico respecto a la clasificación “A” que realiza 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y que agrega una serie de consideraciones, entre ellas, 
que no ha sido presentada una evaluación suficientemente detallada de los impactos ambientales 
derivados de la localización y su estabilidad estructural en el largo plazo. En cuanto al diseño del 
puente, en el mismo informe se dice que tampoco se aprecia un especial cuidado en sus valores 
estéticos que podrían oficiar como paliativos o compensatorios por el deterioro del valor paisajístico 
característico y esencial del área. Asimismo, se afirma que existe un grado de incertidumbre en lo que 
refiere a la efectiva posibilidad de implementación de las medidas de mitigación recomendadas en el 
estudio de impacto; que en las actuales circunstancias el puente propuesto desvaloriza la identidad de 
los paisajes locales y habilita a seguir incrementando la presión sobre la zona costera. A mi juicio, se 
realizan consideraciones difíciles de revertir. El mismo informe concluye sugiriendo que no se acceda a 
la autorización ambiental previa solicitada para este proyecto de puente. Primero aconseja que no se 
acceda -esto en función de una visión crítica que me parece muy precautoria y justa- y luego agrega 
que, no obstante la conclusión anterior, visto que existe suficiente grado de consenso en cuanto a que 
resulta conveniente a nivel de los procesos locales de desarrollo implementar la conectividad entre 
Rocha y Maldonado mediante el puente sobre la Laguna Garzón y que esa definición ha sido 


firmemente planteada por las respectivas autoridades departamentales, se entiende que sería posible 
diseñar complementariamente una propuesta de hoja de ruta que atienda tal propósito. 


Fui Intendente, al igual que mi amigo, el señor Senador Chiruchi, pero nunca se nos dio esa 
chance de que porque hubiera presión de los Gobiernos Departamentales o consenso se dejaran de 
cumplir las normas existentes. A mi juicio, estas son potestades absolutamente indelegables del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Está muy bien el plan de 
ordenamiento territorial a que hacía referencia el Ingeniero Chabalgoity, lástima que llegó tarde para 
Costantini, por eso él ofreció lo suyo diciendo que es el único. Fue así porque luego vino ese planteo 
de ordenamiento y allí vino la baja de densidad, la buena ubicación, el peine y todas aquellas 
prevenciones que resultan positivas para un desarrollo costero, como también la prohibición de 
construir ramblas y la prohibición genérica de fraccionar cuando hay cárcavas. Recuerdo que en el 
proyecto de Costantini había cárcavas por todos lados; luego se aprobó un proyecto de 
fraccionamiento justamente denominado “Las Cárcavas”, de Gridock S.A. Por eso me llamó la atención 
que se dijera que en términos generales no se puede fraccionar donde hay cárcavas; parece un 
contrasentido. 


Seguimos, entonces, con la prevención. La señora Ministra dice que se ha llegado a un 
acuerdo verbal y no debemos estar lejos del vencimiento del artículo 18 del Decreto. Si bien no he 
seguido atentamente todos los pasos del expediente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente dispone de un plazo de 120 días para pronunciarse sobre la solicitud de autorización 
ambiental previa. Se dispone que dicho plazo se suspenderá cuando se requiera del solicitante la 
corrección, complementación o ampliación de información dejándose constancia en el expediente. -se 
ha dejado constancia en la última resolución ministerial- y que el vencimiento del mismo sin que 
mediara resolución expresa se reputará como denegatoria ficta de la solicitud de autorización. Supongo 
que este dato se habrá controlado, de lo contario en cualquier momento estamos ante una denegatoria 
ficta. Reitero que en estos días se vence el plazo de los 180 días, pero no tengo conocimiento si está el 
informe del Ministerio; no lo hemos visto. El Ministerio se toma sus tiempos; por allí aparece un 
eventual proyecto de este famoso arquitecto Viñoly pero no se ha concretado; al parecer no ha ido más 
allá de un contacto informal. Por lo tanto aún vemos, por parte del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas que es el promotor, una inconsistencia muy importante que nos preocupa. 


Me pregunto lo siguiente: ¿dónde va a estar colocado el puente? ¿Va a seguir en la barra? Si 
lo realizan más adentro, va a ser más largo, por lo tanto habrá que expropiar porque las cabeceras son 
privadas y, por ende, se transformará en un proyecto mucho más complejo. Me gustaría saber si, tal 
como está planteado, con todos los informes negativos respecto a su emplazamiento y ubicación, se 
puede aprobar. Pregunto si después de escuchar, entre otros, los informes de la Dirección Nacional de 
Hidrografía, de las propias autoridades y de la División de Evaluación de Impacto Ambiental del propio 
Ministerio, se puede aprobar este proyecto con la certeza y seguridad de que no habrá afectación de la 
costa y de la estabilidad del puente cuando durante las grandes tormentas ingrese y salga el mar. 
Debemos tener en cuenta que es un lugar muy particular -no se trata de la costa de Colonia, sino de 
Rocha- donde las tempestades son muy duras, razón por la cual el territorio costero se encuentra tan 
afectado. Quisiera saber cómo se resuelve este tema, teniendo en cuenta todos los antecedentes, el 
hecho de que el Ministerio todavía no haya presentado formalmente el proyecto -sino que solamente 
existe una especie de acuerdo- y que estamos a ocho días de que se venzan los 180 días para dar la 
información complementaria. Esta situación nos preocupa, como imagino que también le preocupará a 
la señora Ministra y a quienes la acompañan, dada la responsabilidad política que tiene por estos 
hechos. 


Si bien es correcto desafectar como ruta nacional la Ruta 10 -esto ya lo había anunciado la 
señora Ministra en su anterior comparecencia a la Comisión- y proceder a incluir este tema en el 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas, también alerto que existe un durísimo informe del 
Departamento de Gestión de dicho Sistema, elaborado por el Ingeniero Batallés, en el que se dice que 
el puente no se puede construir. Concretamente, acerca de las perspectivas del área, manifiesta: “La 
idea de la conexión de los dos tramos de Ruta 10 mediante un puente sobre la Laguna Garzón 
constituye una fuerte amenaza para el ecosistema en su conjunto y especialmente para el tramo 
incluido entre la propia Laguna Garzón y la Laguna de Rocha. Si queremos conservarlo será necesario 
tomar en consideración la no construcción del puente, debiéndose considerar que además de los 
problemas que puede generar el puente en sí mismo, con las consecuencias negativas que puede 


generar su obrador y alteración de flujos en la Laguna, sino por lo que significaría un incremento de 
tránsito y nuevas y fuertes acciones antrópicas”. No sé si el Ingeniero Batallés continúa en su cargo, 
pero qué se le va a pedir si está en contra de la construcción del puente, como lo estaba el arquitecto 
Viñoly. 


Me gustaría saber cómo se compatibilizan todas estas cosas. Resulta que el Departamento 
de Gestión del Sistema Nacional de Áreas Protegidas está en contra de la construcción del puente por 
entender que constituye una afectación de valores fundamentales y así lo argumenta con enorme 
fuerza. Reitero: quisiera saber cómo se compatibilizan estas cosas. Quizás, si lo sacaran más lejos nos 
tendríamos que olvidar de tener un puente durante este año; en ese caso, tendríamos que expropiar 
porque no hay tierras públicas ni rutas que conecten las dos cabeceras. 


Dejo planteadas todas estas inquietudes con una enorme preocupación. 


En lo personal, advierto aquí dos miradas completamente contradictorias en cuanto a la 
conveniencia de la construcción del puente, sobre todo en lo relativo al emplazamiento. Todos los 
informes son muy críticos y si bien la hoja de ruta con la desafectación del trazado ya se ha realizado, 
aún falta el estudio de localización por parte de la Universidad de la República. Creo que sobre este 
aspecto se había hablado en cuanto a la conveniencia de consultar a la Facultad de Ingeniería y 
también se mencionó algo sobre el rediseño con relación al proyecto de Viñoly. Si no estoy equivocado, 
creo que el señor Senador Bordaberry tiene información al respecto. 


Con relación al Plan de Ordenamiento, del que se ocupó la Intendencia, quiero decir que me 
parece una buena cosa. De todas maneras, seguimos con muchas dudas. Adelanto que vamos a 
seguir atentamente todo el proceso porque nos parece que es un tema extremadamente delicado, 
tanto desde el punto de vista del ordenamiento territorial y del medio ambiente, como de los valores a 
preservar. En función de los antecedentes originados en el propio Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, me imagino la mirada que tendrán ustedes al respecto 
porque anteriormente ya habían expresado su opinión sobre el punto. 


Dejo planteadas estas inquietudes. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a ser concreto, porque algunas de las preguntas que formulé no se 
contestaron y, sencillamente, las voy a reiterar. 


Antes que nada, quiero hacer algunas aclaraciones. Quien dijo que sería un modelo “Miami” 
no fui yo; quien lo expresó fue el arquitecto Rafael Viñoly. De ahí que uno se pregunte cómo le están 
pidiendo un proyecto de construcción de un puente a un arquitecto que dice que lo que vendrá será un 
modelo “Miami”. Esto no es lo que queremos en el Uruguay. Simplemente quiero aclarar que yo cité al 
arquitecto Viñoly. Tampoco fui yo el que dijo lo del 35% de ocupación de la tierra, sino que fueron los 
señores de Las Garzas, a través de Costantini, en un mail enviado a sus posibles futuros clientes. En él 
dijeron que ellos son los únicos autorizados para hacer esto. Quiero aclarar que simplemente estoy 
citando. 


Me gustaría hacer algunas preguntas concretas. 


El 10 de marzo pasado el ingeniero Luis Lazo, Director Nacional de Vialidad dijo al diario El 
País que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas “respondió a las observaciones que hizo la 
Dinama, a través de un expediente del Ministro (Enrique) Pintado". Además, expresó que 
"simultáneamente apareció el ofrecimiento de Viñoly, de mandar un proyecto para el puente. Pero de 
eso el Ministerio de Transporte no sabe nada, eso lo está manejando Vivienda". 


Obviamente, aquí se ha dicho que el Ministerio de Transporte y Obras Públicas no mandó el 
informe que el ingeniero Lazo, Director Nacional de Vialidad, dijo haber enviado. Por eso quiero que 
nos confirmen si fue así porque, sin duda, tendremos que convocar a los representantes del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas. Nosotros creemos que la Dinama está haciendo el trabajo adecuado y 
que el proponente, por más que sea estatal, tiene que cumplir con las normas. 


Esa es mi primera pregunta; quiero saber si lo que dice el ingeniero Lazo es verdad. 


Del segundo aspecto que tomo nota, pero quiero que me confirme es que hoy no existe 
aprobación del puente. Eso es así. El puente no está aprobado, como fue publicado en la prensa. 


(Hilaridad) 


Disculpe que yo insista con esto, señora Ministra. Parece que soy muy insistente, pero lo que 
sucede es que estoy como el apóstol -no recuerdo su nombre- que necesitaba tocar para comprobar 
que fuera verdad; hago este comentario ahora que estamos en época de Pascuas. Planteo esto porque 
el Secretario de la Presidencia dijo que el puente está aprobado. No lo dijo ni siquiera el ingeniero 
Lazo, sino el Secretario de la Presidencia de la República. Entonces, es bueno que se nos aclare esto. 
Y además del Secretario de la Presidencia de la República, lo dijo el señor que salió a vender lotes a 
sus clientes. No es que yo no sea creyente, pero ante esos hechos cuesta creer. Si no pongo las 
manos en las llagas, no creo. 


Por esa razón, me gustaría que me lo confirmaran. 


Reitero que me parece muy importante la pregunta que formulara el señor Senador Moreira. 
¿Este puente va a estar ubicado en el mismo lugar? ¿Va a estar en el mismo lugar en que está 
proyectado el otro? 


Otra pregunta es: ¿Se pidieron los informes a la Universidad de la República, Facultades de 
Ingeniería y Ciencias? ¿Llegaron esos informes? 


Además, ¿existe un compromiso con el arquitecto Viñoly? ¿Él lo va a diseñar? ¿Ya lo 
diseñó? ¿Se comprometió a entregar el proyecto y el diseño? ¿Sí o no? 


El 13 de febrero la señora Ministra declaró al diario La República que el arquitecto Viñoly 
está en condiciones de presentar el proyecto del puente a la brevedao”. 


Si el 13 de febrero se declaró que estaba en condiciones de entregar el proyecto del puente 
a la brevedad y hoy es 10 de abril, significa que pasaron casi dos meses. 


Sé que los arquitectos son en parte como los escribanos, demoran un poco. Pero, ¿dos 
meses significa a la brevedad o cuánto tiempo quiere decir esa expresión? 


Me parece que es importante saber si efectivamente se entregó o todavía no. 
No le voy a pedir el informe del 17 de octubre. 
SEÑOR MOREIRA.- Yo lo tengo, señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Se lo voy a pedir al señor Senador Moreira que veo que goza de preferencia 
frente a ustedes. Luego le voy a preguntar cómo hace para conseguir lo que yo no puedo a través de 
mis solicitudes. 


Lo último que quiero saber es si va a haber también un puente sobre la laguna de Rocha que 
conecte esta zona con La Paloma. 


Muchas gracias, señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRA.- La verdad es que no sé por dónde empezar, así que voy a volver al principio. 


Cuando decimos que el emprendimiento se presenta al Consejo de Ministros, decimos 
también que hay una discusión política y una voluntad política del Consejo de construir el puente y de 
ser proactivos en la conducción del proceso de desarrollo de Rocha. Es en ese marco que el Gobierno 
está trabajando y nos apoyamos en la resolución de los Gobiernos Departamentales de Rocha y 
Maldonado sobre cómo conducir, desde un punto de vista normativo y de planificación, estos procesos 
de desarrollo. 


Estamos en un momento muy particular del país. En el caso de Rocha, hay oportunidades 
que en su historia no se presentaron y, como Gobierno, queremos encabezar ese proceso. No 
queremos procesos anárquicos, sino procesos de desarrollo que conduzcan a una sostenibilidad. En 
ese marco, el Ministerio que conduzco tiene muchas tensiones y creo que el señor Senador las explicó 
desde su visión, desde su cargo. Tenemos la tensión de ser responsables de la protección y la 
sostenibilidad; tenemos la presión de los emprendedores, de los que quieren invertir en este país en 
distintos sectores; tenemos la presión de los técnicos, a favor y en contra de los procesos que 
debemos que evaluar; y también tenemos la presión social y de la opinión pública. En ese marco 
estamos desarrollando la gestión. 


Disfrutamos del privilegio de conducir un Ministerio en un marco de desarrollo de 
oportunidades del país, y no es fácil. Entiendo las dudas; sé que eso es parte de este proceso. En ese 
marco, ¿qué tenemos? Ante todo, tenemos una DINAMA que supo conducir todo el proceso de 
cuestionamiento internacional a un emprendimiento productivo concreto, la UPM, a pesar de que, por 
supuesto, hay distintas formas de conducir y de ver los procesos. 


Entonces, es claro el planteo que hace el señor Senador Bordaberry sobre cómo se nos ve 
desde los distintos ámbitos de la opinión pública y de los diferentes inversores, incluso hasta de los 
distintos actores del Gobierno. Pero quiero rescatar que en este proceso el Ministerio pretende seguir 
siendo una garantía para todos los uruguayos en lo que respecta a buscar el equilibrio entre la 
protección, el desarrollo económico y la sostenibilidad. Dijimos que haremos todo lo posible para tornar 
viable la conexión, porque le hace bien a Rocha, al país y a nuestra industria turística, pero siempre 
buscando consolidar la sostenibilidad con leyes que hace cincuenta años no existían. Realmente, hace 
cincuenta años que se está discutiendo si tocamos o no esa zona. 


En el proceso hay cosas que, efectivamente, no son las mejores -como por ejemplo, el 
emprendimiento de Las Garzas- pero hoy tenemos garantías como para que no vuelvan a darse. 


En definitiva, en ese marco en que estamos tratando de conducir el proceso, hay real 
acuerdo entre los Ministerios y los Gobiernos actuantes; se ha logrado, desde visiones distintas, 
encontrar la forma cómo conducir, en qué tiempos y con qué velocidades, además de seguir dando las 
garantías que se necesitan. Quizás lo que se trasladó mal fue el acuerdo político en cuanto a que en 
este marco es posible la concreción. La DINAMA y el Ministerio tienen la última palabra con respecto a 
los insumos que se acerquen. Desde el 15 de octubre hasta ahora no ha habido un nuevo movimiento 
respecto a la gestión formal del trámite; me refiero a las cuatro o cinco líneas de gestión que están a 
cargo del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que es el promotor. 


Contesto de nuevo las preguntas. 


No hay aprobación. Las dudas con respecto a la ubicación están planteadas en la solicitud de 
ampliación del informe; por lo tanto, las respuestas vendrán con el informe. Aún no hay informe; el 
plazo de vencimiento es el 15 de abril, y el compromiso con Viñoly, si existe, es a nivel del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Lo que trasladamos a dicha Cartera fue la voluntad del Arquitecto Viñoly, 
visto el entendimiento alcanzado en el Poder Ejecutivo para construir el puente, y la voluntad de acertar 
con un diseño que, desde el punto de vista paisajístico, sea lo más armonioso posible y agregue valor. 
El que lleva adelante este tema es el citado Ministerio, que debe tomar la decisión de si acepta el 
ofrecimiento de Viñoly. Pero, en definitiva, eso lo sabremos el 15 de abril. 


Quiero hacer el nexo con el segundo tema, el de la estructura, con todas las idas y vueltas 
que ha suscitado en la opinión pública, así como la discusión que se ha dado a nivel de la sociedad. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quizás a la señora Ministra le quede más cómodo enviar por escrito las 
respuestas a las preguntas; incluso, le pueden mandar la versión taquigráfica, si es que ahora quiere 
pasar al segundo tema. Pero, ciertamente, a nosotros nos preocupa el diseño de un puente; puede ser 
un nuevo proyecto y, por ende, habría que cumplir con determinadas formalidades. En la reunión 
pasada, la señora Ministra dijo que lo único que tenía que hacer el Ministerio era juzgar si esta opción 
era válida. No es lo que estamos haciendo en este momento, es decir, no estamos juzgando si esta 
opción es válida. Ahora se dice: que se diseñe una nueva opción. La verdad es que hemos formulado 
unas cuantas preguntas y cabe la posibilidad de que nuestros invitados tengan otras actividades, pero 
nos gustaría que en algún momento respondieran a nuestras interrogantes. 


SEÑORA MINISTRA.- A las preguntas respecto a la aprobación, puedo responder que no hay 
aprobación; el estado del trámite es el mismo que el de la última comparecencia. Además, estamos 
dentro del plazo de respuesta que tiene el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Dado que aún no 
hay respuesta, el trámite no avanzó. 


Por otro lado, no estamos evaluando o reevaluando el diseño ni la ubicación. En la medida 
en que, como Ministerio, planteamos la necesidad de profundizar en el análisis y la División Evaluación 
de Impacto Ambiental ha diseñado una hoja de ruta, existe un proceso de trabajo de ida y vuelta con el 
promotor y la voluntad de la Cartera de cumplir con las exigencias de la Dinama para que la posible 
construcción del puente sea una realidad. Sin embargo, no están los insumos que nos permitan dar 
respuesta a los señores Senadores. 


SEÑOR MOREIRA.- Teniendo en cuenta que faltan cinco días para el vencimiento del plazo estipulado 
de 180 días, no es humanamente posible, aunque el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
presentara el proyecto mañana, que ustedes lo evalúen en cuatro días. Seguramente, si todavía no hay 
nada, se va a demorar muchísimo más porque habrá que evaluar, estudiar, etcétera. Ni siquiera 
sabemos el emplazamiento y existe una visión muy crítica de ustedes mismos a ese respecto. Es más, 
todos los informes son contestes en señalar que el posible emplazamiento que se plantea en el 
presente ofrece riesgos. 


Insisto en que sería imposible evaluar un proyecto de esas características en un plazo 
perentorio, aun pensando en la mejor de las hipótesis. De lo contrario, se estaría prorrogando el plazo 
para la realización de la hoja de ruta que se ha anunciado. 


SEÑORA MINISTRA.- Vuelvo a contestar sobre las condiciones en que se encuentra el trámite al día 
de hoy. 


SEÑOR BORDABERRY.- Acerca de los informes de la Universidad de la República, ¿también se está 
esperando al Ministerio de Transporte y Obras Públicas? 


SEÑORA MINISTRA.- Exactamente, señor Senador. Entre otras cosas, hemos pedido a dicho 
Ministerio la presentación de un estudio elaborado por técnicos de acreditada idoneidad en la materia a 
los efectos de determinar si resulta adecuada la localización proyectada, de forma que se otorgue la 
mayor seguridad posible respecto a la estabilidad del puente a construirse, al mantenimiento de la 
dinámica costera marina, etcétera. 


Esta es la solicitud que, al día de hoy, se encuentra en el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; están corriendo los plazos para que responda. 


SEÑOR MOREIRA.- He observado los documentos del 17 de octubre que tienen que ver con la 
evaluación de impacto por parte de la División Evaluación de Impacto Ambiental. Allí se habla, 
concretamente, del estudio de la Universidad de la República acerca de la localización propuesta para 
el puente, pero la resolución ministerial es otra cosa, tal como señaló la señora Ministra. 


Recuerdo que en su visita anterior, la señora Ministra mencionó a la Universidad de la 
República; me pareció una muy buena referencia contar con el aporte de la Facultad de Ingeniería, y 
tal vez eso ya esté pronto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que voy a dirigirme al señor Senador Moreira para obtener la 
información que necesite de aquí en más, porque veo que tiene un acceso que no es el que mismo del 
que dispongo. 


SEÑORA MINISTRA.- No voy a agregar más de lo que he dicho, porque ya he redundado en lo que es 
la situación del trámite. El Ministerio de Transporte y Obras Públicas puede pedir prórroga si así lo 
necesita, pero no sabemos si lo hará. Como Ministerio, estamos buscando tomar una decisión que 
asegure las mayores garantías posibles para la protección y la sostenibilidad de la zona. 


Si al señor Presidente le parece, podemos abordar la segunda parte del tema que, como 
decía antes, tiene mucho que ver con el análisis y la situación en la que evaluamos las tensiones y el 
posicionamiento de los distintos actores cuando pretendemos intervenir en el territorio con algo que 
tiene impacto como, por ejemplo, en el caso de este puente. 


Desde 2010, este Ministerio está navegando en dos niveles de trabajo. Uno de ellos tiene que 
ver con la resolución de un creciente número de exigencias de autorización ambiental previas y la 
necesidad de control de emprendimientos de distinto tipo que se van implantando en el país. El otro, se 
relaciona con el fortalecimiento de la gestión de esos trámites y con procedimientos respaldados por 
infraestructura y equipamiento informático que garanticen la transparencia de la gestión, tanto a nivel 
interno como de la ciudadanía. 


En cuanto al fortalecimiento del trabajo que estamos haciendo para acompañar el fuerte 
impulso del desarrollo que toca las puertas del Ministerio, se pretende fortalecer capacidades a corto, 
mediano y largo plazo, lo que nos permitirá seguir esos procesos con la dinámica necesaria. 


En el año 2010 ingresamos a un Ministerio en el que se venía trabajando con un proyecto de 
fortalecimiento financiado por el BID que tenía dos componentes: la reingeniería de los procedimientos 
y el diseño institucional. A esa línea de trabajo que recibimos en el comienzo de la gestión le hicimos 
algunos ajustes. El principal tuvo que ver no solo con involucrar a la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente en la reingeniería institucional, sino también a la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial y a la Dinagua. 


En consecuencia, por un lado venimos trabajando en el fortalecimiento de la línea de gestión 
y de diseño de estructuras que nos permitan estar más a tono con las necesidades y, por otro, nos 
vemos enfrentados a exigencias constantes de respuesta a autorizaciones y de controles. 


Cabe señalar que en el 2010 la Dinama tenía noventa y cinco funcionarios. Veníamos de un 
proceso de pérdida de recursos humanos -que todavía continúa- en un mercado de trabajo que 
absorbe a quienes tienen grandes capacidades en la evaluación y el control de estos proyectos. En 
octubre de 2010 planteamos ese problema en el Consejo de Ministros y tomamos medidas respecto a 
la inclusión de la Cartera entre los Ministerios pilotos en la reestructura y el fortalecimiento del Estado. 
En esa línea, se acordó con la OPP y la Oficina Nacional del Servicio Civil seguir trabajando en el 
marco del proyecto de fortalecimiento financiado por el BID para realizar la reestructura necesaria de la 
Dinama y de las tres Direcciones. Eso es lo que estamos haciendo. 


Básicamente, en las medidas a tomar se establecieron tres niveles: a corto, mediano y largo 
plazo. En el corto plazo, en el Ministerio empezamos a trabajar para coordinar más las acciones de las 
tres Direcciones, para lo que estamos trabajando en el marco del Gabinete Ambiental. A esos efectos, 
dispusimos dos líneas de trabajo: el manejo integral de la información y la planificación integral de esas 
tres Direcciones. Esto implica el apoyo del proyecto BID para lograr la compatibilidad del manejo de la 
generación y de la puesta en común de la información que se produce en las tres Direcciones. Es un 
proyecto del Sistema Nacional de Información que a corto plazo tiene estas metas planteadas. 


A mediano plazo -me refiero a los años 2014 y 2015- estamos yendo hacia la conformación 
de una autoridad única ambiental nacional, o sea que estamos impulsando el análisis de que estas tres 
Direcciones no sigan trabajando compartimentadamente, sino en base a una dirección única. A largo 
plazo -tal vez me refiero al próximo período legislativo- buscamos una mayor transversalidad de las 


políticas ambientales con el resto de los organismos del Estado en lo que llamamos Sistema Nacional 
Ambiental, articulado por esta autoridad nacional ambiental, que tenga como integrantes fuertes a los 
Ministerios vinculados con el desarrollo productivo del país, a las Intendencias, al Congreso de 
Intendentes y a los principales actores de la sociedad civil, o a aquellas empresas del Estado que 
tengan importante relación con la gestión ambiental. 


Este es el diseño de un proyecto de fortalecimiento que viene del Período pasado y que 
nosotros venimos abordando paso a paso, siendo muy conscientes de que no podemos dar saltos al 
vacío. Debemos avanzar en la generación de estas capacidades de gestión de los problemas 
ambientales en la institucionalidad del país, pero sin dejar de dar respuesta a las exigencias cotidianas 
que tiene la DINAMA. Entonces, debemos resolver cómo, a partir de las debilidades y de los problemas 
que tenemos para consolidar gestiones, podemos dar pasos que nos permitan ir avanzando hacia una 
mayor injerencia de la gestión ambiental en cada una de las políticas transversales y en un 
posicionamiento de la autoridad ambiental nacional como autoridad coordinadora de ese sistema. 


En 2010 recibimos avances y en ese marco venimos trabajando. Lo que pasa es que entre 
los años 2010 y 2011 los temas cotidianos -por llamarlos así- la presión sobre la DINAMA de 
emprendimientos de mediano y gran porte hace que en cierta medida todo el equipo de Gobierno 
plantee como imperioso que demos un salto en las capacidades de esa Dirección. Es así que se abre 
la discusión sobre qué DINAMA queremos y qué eficiencia necesitamos. Reitero que hay una presión 
real sobre la capacidad de respuesta y la ejecutividad de la DINAMA. Esa presión está marcada por los 
más de cincuenta trámites de mediano y gran porte que tenemos en espera y que no podemos 
absorber inmediatamente. Frente a esta situación hay un planteo muy claro del Presidente y que tengo 
como fortaleza del quehacer de mi equipo. Él nos dijo que nos tomáramos nuestro tiempo y el planteo 
lo realizó cuando presentamos el cronograma de Aratirí en el que la evaluación no era menor a 18 
meses, si realmente queríamos responder a todas las facetas del proyecto. Por otra parte, está la 
confianza que se ha manifestado en la DINAMA y en quien la conduce. Y, por último, después de que 
salió a la luz todo lo de Anchorena -no voy a opinar porque no estuve presente- el planteo fue que 
estudiáramos el tema y pusiéramos sobre la mesa lo que se necesitara concretar para estar a la altura 
de las circunstancias. Cuando hablamos de plantear alternativas nos referimos a salidas posibles con 
las capacidades que hoy tiene el Estado para absorber técnicos y resolver o responder a la gestión 
ambiental que necesitamos. En este año 2012 se abre un paréntesis que nos impone plantear el salto. 
Estamos trabajando y la idea es presentar al Poder Ejecutivo, en el mes de mayo, un diseño -aunque 
sea a lápiz grueso- sobre la presupuestación de esas alternativas, dando así la discusión política sobre 
lo posible y los plazos. Creo que lo fundamental es volver a tener un acuerdo multipartidario con 
respecto a los caminos a seguir. 


Por tanto, queda claro que en lo que es la gestión de este equipo estamos recorriendo el 
camino de ir hacia el fortalecimiento de la autoridad ambiental nacional y, para ello, estamos pensando 
en una gestión más unificada de las tres Direcciones. También estamos pensando -y lo tenemos en 
cartera- en comenzar a manejar lo relativo a la fauna y flora, que hoy está en la órbita del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, y también tenemos a estudio lo de Meteorología. 


Quiero decir claramente que no descartamos que esos procesos de mejor involucramiento de 
esta autoridad ambiental en la gestión ambiental conduzcan a la creación de un Ministerio. De todos 
modos, debemos llevar adelante esos procesos a partir de las riquezas y de las capacidades que 
tenemos y eso es lo que actualmente hay en la DINAMA, en la DINAGUA y en la DINOT. Existe un 
proceso de fortalecimiento de las capacidades que debemos ir pautando, de manera que nos 
conduzca a lo que nosotros pretendemos que tenga esta autoridad ambiental nacional. En el momento 
que estamos viviendo es muy difícil conseguir e integrar determinados perfiles técnicos. Vemos que se 
dan ciertas contradicciones; estamos atravesando un momento del desarrollo económico del país en 
que, a nivel político, estamos de acuerdo con que necesitamos una gestión ambiental con mayor 
eficiencia, pero no queremos perder la capacidad de gestión que se ha demostrado. Y es dentro de 
esas tensiones debemos ir proponiendo lo posible. Si hoy diseñara, a puertas cerradas, un Ministerio 
que podríamos llamar Autoridad Ambiental Nacional con lo que utópicamente debería tener, tendríamos 
que salir a buscar técnicos no sé dónde para lograr esas capacidades de gestión. Tampoco podemos 
dar saltos al vacío. Hay líneas de gestión que deben planificarse para ser implementadas paso a paso. 
En ese intríngulis nos encontramos. El planteo de Anchorena de enero de 2012 -estoy hablando de las 
dos instancias de planificación que tuvo el Consejo de Ministros del año 2012- hace referencia a la 


necesidad de que la Dinama y la gestión ambiental encuentren respuestas a las dificultades que 
tenemos para hacernos cargo de los emprendimientos que se presentan en un proceso que, a su vez, 
sea sostenible y sólido y que nos genere mejores capacidades. La idea es que en los meses de abril y 
mayo estemos presentando una propuesta, que discutiremos en los ámbitos que sea necesario. 


De todas maneras, aunque sea a modo de punteo, me gustaría acercarles el contenido o los 
objetivos del proceso de modernización institucional que estamos llevando adelante con este proyecto 
BID. Básicamente, el componente de reingeniería de instrumentos de gestión ambiental tiene que ver 
con la mejora de instrumentos de evaluación de impacto y de control ambiental, que es justamente 
donde hoy tenemos una situación crítica para absorber la fuerte demanda de respuesta de la Dinama. 
A su vez, tiene que ver con la modernización y puesta en operación de instrumentos de evaluación de 
calidad ambiental. Esta es otra área en la que hay insuficiencias, pero acá tenemos planteado el 
camino para dar respuesta a las competencias que debemos abordar. Asimismo, tiene que ver con los 
temas de modernización y puesta en operación de instrumentos de Evaluación Ambiental Estratégica y 
Ordenamiento Territorial, tal como lo dispone la ley. 


En ese marco, voy a hacer hincapié en dos productos de este proceso de fortalecimiento que 
están relacionados con planteos hechos también por el señor Senador Bordaberry: la consolidación del 
Sistema Nacional de Información Ambiental, que en teoría tiene distintas fases y que culminaría en el 
2014, y del sistema de acreditación de los laboratorios, que tiene que ver con toda la gestión de calidad 
ambiental y con procesos de descentralización o de transferencia de algunas competencias de la 
Dinama hacia los Gobiernos departamentales. Por la cercanía y por la mayor capacidad de 
administración del territorio, creemos que eso es posible y que está bueno que nosotros transfiramos la 
gestión. 


Es posible profundizar más en el tema, pero como eje del posicionamiento del Ministerio 
quiero decir que venimos trabajando en todo esto. En este año 2012 tenemos que presentar y laudar a 
nivel del Poder Ejecutivo esa estrategia de consolidación institucional y la batería de elementos de 
fortalecimiento de las competencias de la Dinama, que nos va a permitir trabajar mejor a nivel de la 
gestión cotidiana. Independientemente de eso, en febrero de este año, presentamos al Poder Ejecutivo 
un plan de contingencia donde, básicamente, reestructuramos nuestros recursos humanos para poder 
atender los más de cincuenta emprendimientos de mediano y gran porte que no estaban en estudio por 
falta de capacidades técnicas. Estamos transitando por un período -de acá hasta junio- en el que nos 
comprometimos a destrancar esta situación para dar respuesta a eso que ustedes ven desde afuera, 
es decir, a las tremendas tensiones que hay alrededor de los temas ambientales y a cómo esas 
tensiones exigen que las capacidades de gestión peguen un salto constructivo, posible de absorber a 
partir de las capacidades que hoy tenemos en el Ministerio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada, señora Ministra, quiero decirle que la entendemos -los tres 
Legisladores que en este momento estamos presentes hemos ocupado cargos en los Ministerios- y 
hacemos nuestras las palabras expresadas por el Presidente de la República el 1% de marzo pasado: 
gobernar no es fácil. Comprendemos esto, pero también tenemos que hacer nuestro trabajo y es bueno 
que lo hagamos. 


En primer lugar, quiero preguntarle si evaluó, por lo menos para salir de esta situación de 
atolladero que tiene la Dinama, la posibilidad de tercerizar los estudios de análisis técnico, pagando los 
precios del mercado. Esta práctica moderna la realizan muchos países, hacen una lista de consultores 
especialistas que cobran los precios del mercado. Reconozco que la palabra privatización trae algunas 
reminiscencias que no son buenas, pero lo digo con todo respeto, pues privatizamos la habilitación de 
la propiedad horizontal en la última ley de vivienda que aprobamos acá. Entonces, quizás, para salir de 
esta situación, el Ministerio necesitaría iniciativa para contar con los recursos a los efectos de poder 
contratar y, a este respecto, adelanto que la bancada del Partido Colorado votaría ese proyecto. Vamos 
a poner las cosas en su lugar: si hay cincuenta proyectos de gran porte que van a dar trabajo a los 
uruguayos, no se va a estar esperando que la Dinama tenga las capacidades para aprobarlos, porque 
no cuenta con los técnicos adoptados por el sector privado. Entonces, qué mejor que poner una tasa 
importante a esos cincuenta proyectos para que financie los estudios técnicos y sacarlos adelante. 
Esta tasa está en nuestra normativa desde hace mucho tiempo, como un tributo, y creemos que es una 
salida. Reitero esto porque cuando recibimos al arquitecto Rucks en la Comisión por el proyecto de 
Aratirí -j¡ustamente, antes de considerar la Ley de Presupuesto Nacional- vimos que iba a ser muy difícil 


que la Dinama pudiera controlar proyectos de esta envergadura con el tamaño que tiene. También 
parece ilógico montar una gran estructura de técnicos de primera línea con el sueldo que perciben 
porque el día de mañana la Dinama -ojalá no suceda- no tendrá cincuenta proyectos de gran porte. 
Sensato sería que el Estado, sin privatizar, tercerizara los servicios de análisis técnicos, pagando los 
precios del mercado para poder vender el servicio. Esto lo dejo a título de sugerencia, reiterando lo que 
dijimos hace dos años en la Comisión de Industria, que también integramos. 


Nos preocupa que se utilice la terminología de tener en una sola dirección las tres 
direcciones. Si se nos dijera que vamos a tener un solo ministerio con tres direcciones, le estaríamos 
dando rango institucional y no parece lo adecuado porque convertir tres direcciones en una sola, 
obviamente le va a quitar peso político e institucional frente a otros ministerios. Por lo tanto, me parece 
que utilizar el término de fusionar las tres direcciones en una sola no sería lo correcto cuando la señora 
Ministra dijo que después se vería si ello tiene rango ministerial. 


En ese sentido, me permito entregar a la señora Ministra -a pesar de que no es muy recíproco 
este intercambio de documentación- la propuesta que presentamos en materia de medio ambiente. La 
misma hace referencia a una larga legislación del Uruguay en materia del cuidado del ambiente 
que comienza con el Código Civil de 1868, sigue con el Código Rural de 1875 -donde ya se preveían 
normas para proteger las aguas y demás- continúa con el Código de Aguas de 1979 y culmina con la 
reforma de la Constitución de la República de 1997 que en su artículo 47 establece la protección 
del medio ambiente, a lo que se agregan las normas que se aprobaron desde la creación del propio 
Ministerio y de la DINAMA. Allí también se propone la creación del ministerio de ambiente y desarrollo 
sostenible. Nuestra propuesta va en el mismo camino que este proyecto y nos comprometemos a 
trabajar legislativamente en esto que, creemos, sería un buen aporte si estamos de acuerdo. 


Por último, quiero hacer mención a la ley -cuyo número no recuerdo- que estableció como 
modelo de gestión ambiental la información, es decir la obligación de realizar un informe anual al 
Parlamento. Cabe destacar que esa información no se ha encontrado en el Parlamento, además no se 
está cumpliendo con los estándares internacionales que se presentan en los foros mundiales y que son 
aquellos -el arquitecto Rucks lo sabe mejor que yo- que surgen del Índice de Rendimiento 
Medioambiental -EPl, por su sigla en inglés- establecidos por la Universidad de Yale y profundizados 
por la Universidad de Columbia. Ese ranking es muy importante al momento de solicitar créditos o 
aportes no reembolsables, obviamente, cumpliendo algunos requisitos. 


Recuerdo que en el año 2003, cuando el ingeniero Carlos Cat fue titular del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Uruguay estaba tercero en el ranking de 
sustentabilidad ambiental en el mundo. Solamente estábamos detrás -si no recuerdo mal- de Finlandia 
y Noruega; éramos los primeros en América. Creo que deberíamos seguir siéndolo, pero en el año 
2010 figuramos en el lugar número 85 porque no suministramos la información correspondiente. Esto, 
para el Uruguay Natural es muy importante. 


A mi juicio, dentro de este rediseño sería muy importante que además se contara con la 
información adecuada porque es la que nos va a permitir tomar las decisiones correctas en materia 
ambiental. Si no contamos con todos esos datos, no podremos hacerlo. Tal vez, reunir toda la 
información en un Ministerio no parece importante, sin embargo lo es al momento de tomar decisiones. 


Reitero, señora Ministra, la importancia de que se envíe al Parlamento el informe 
correspondiente -quizás lo tenga el señor Senador Moreira, pero no yo- a fin de cada año, pues creo 
que no se está enviando. 


SEÑORA MINISTRA.- En primer lugar, me gustaría mencionar las medidas que se han tomado para 
pegar un salto en las capacidades de respuesta de la DINAMA. Básicamente, se puso en gestión -creo 
que desde la creación del Ministerio no se hacía- el concurso de ascensos que nos permitió realizar 
evaluaciones y cubrir vacantes. Todo este trabajo interno con el sindicato insumió más de un año y 
actualmente estamos transitando por el camino de regularización de la situación escalafonaria que nos 
permita concretar los nuevos ingresos. Si analizamos esto desde la perspectiva de laudar, justamente, 
una nueva escala salarial que nos brinda estar dentro de los pilotos del Estado, podríamos decir que 


nos estamos preparando para dar el salto y ubicarnos en las mejores condiciones en lo que se refiere a 
ingresos a la estructura presupuestal. 


En segundo lugar y en el marco del nuevo modelo de contratación, hemos efectuado más de 
treinta contratos temporales de derecho público. La idea es que en este primer semestre se concreten 
los ingresos a través de la ventanilla única. 


En tercer término, hemos encarado más de treinta contrataciones a través del proyecto BID. 
Con relación a todas las líneas de fortalecimiento sobre las cuales, justamente, tenemos capacidades 
de implantación de reingeniería, contamos con la posibilidad de contratar técnicos con la calidad y 
cantidad adecuada como para poder transitar por los proyectos necesarios. 


En cuarto lugar, hemos encarado el plan de retorno de los profesionales de alta calificación 
desde el exterior. En este sentido, tenemos la posibilidad de celebrar trece contratos de personal con 
maestría o doctorado y la posibilidad de que trabajen, por lo menos durante un año, dentro de la órbita 
de la Dinama. 


Si bien nuestra idea es contar con capacidades internas como para gerenciar procesos que tal 
vez impliquen la tercerización, no queremos quedarnos sin la capacidad de control y de gerenciamiento 
de este problema. Así, pues, estamos trabajando sobre la elaboración de un decreto, de forma tal de 
empezar a cobrar tasas a las distintas autorizaciones. Esta será otra de las cosas que saldrán a la luz. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Es decreto? ¿Ya tiene autorización legal? 
(Dialogados) 


SEÑORA MINISTRA.- Dentro de los mecanismos de gestión, también estamos trabajando en la 
creación de un registro de profesionales. Muchas de esas necesidades de asesoramiento o 
acompañamiento en los trámites no implican que integremos funcionarios con contratos a largo plazo 
presupuestados. Nuestra idea es contar con un registro de profesionales con contrato a término por 
producto para los asesoramientos puntuales que se necesiten, tanto en la órbita de autorización como 
de control. Lo concreto es que este proceso siempre tiene que ir resolviendo las dos tensiones: la 
necesidad de respuesta de los emprendimientos versus el real control de la profundidad de los estudios 
y de la neutralidad que deben tener los técnicos. 


Si actualmente pretendiéramos tercerizar -aclaro que esta no es la línea de trabajo de este 
Ministerio; simplemente, decimos que deben existir dos patas: fortaleza interna y la capacidad de 
tercerización o contratación más libre- nos encontraríamos con áreas en las que no hay técnicos que 
no estén comprometidos con la empresa privada. Esto es lo que nos pasa cuando queremos integrar 
recursos humanos. En el país hay cinco geólogos; no hay ingenieros ni economistas ambientales. Por 
eso decimos que las propuestas de fortalecimiento institucional tienen que tener los pies en la tierra - 
por decirlo así- en este momento del país. 


Hemos iniciado fuertes contactos con la Universidad de la República con respecto a dos 
miradas: por un lado, el acompañamiento de la investigación y de los académicos que hoy desde la 
Universidad pueden apoyar nuestro trabajo de gestión, desde su rol académico-universitario y, por otro, 
la formación de los cuadros que necesita la gestión ambiental a corto, mediano y largo plazo. 


Justamente, estamos analizando una línea de convenios en tres niveles. Por un lado está el 
de la urgencia; es la que marca la situación de hoy. Allí se plantean determinadas líneas de trabajo que 
esperamos se consoliden a corto plazo. 


Por otro lado está el nivel de investigación en determinadas áreas donde no hay 
conocimiento a nivel nacional. Aquí está el caso de la evaluación desde el punto de vista económico de 
los recursos naturales y de la acción en determinados sectores de la producción. En esto no tenemos 


trabajo hecho desde la Universidad ni tampoco desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Por último, tenemos la formación de recursos en áreas en las que la Universidad no está 
brindando la capacitación necesaria. En este caso podemos citar aspectos que tienen que ver con la 
biodiversidad, con criterios de seguridad genética y con la economía ambiental, entre otros. 


Quiere decir que estamos trabajando en los tres niveles y no solo mirando nuestros 
problemas actuales, tratando de generar la capacidad de respuesta que el país no va a poder brindar 
hoy, pero sí a mediano plazo. 


En cuanto a la pregunta relativa a la información, me gustaría que la respondiera el 
Arquitecto Rucks, que es quien conoce este tema a fondo. No descartamos la tercerización ni lo 
relativo al pago de tasas que nos permitan hacerla. Lo que decimos es que la tercerización sin 
fortalezas internas para evaluar los productos de esos técnicos tampoco le sirve al país. Y es en ese 
camino que estamos tomando las posibles medidas. 


No sé si quedó claro. 


SEÑOR RUCKS.- En cuanto al tema relacionado con los sistemas de información, queremos plantear 
dos cosas. En primer lugar, quiero reconocer nuestra responsabilidad por no haber cumplido con la 
preparación de los informes ambientales nacionales a partir del año 2010. El último que se hizo 
corresponde a la cobertura del año 2009 y se elaboró en el año 2010. Ese informe está disponible en la 
página web. De todas formas, sabemos que está pedido y lo vamos a hacer llegar formalmente. 
También sabemos que deberíamos haberlo presentado al Parlamento porque eso es lo que establece 
la ley, pero no lo hicimos en su momento. Lo que sí nos preocupó fue la calidad del primer informe 
ambiental del país, en el sentido de que no se basaba en indicadores. Esta es, precisamente, una de 
las cosas positivas de la propuesta que ha hecho el señor Senador Bordaberry a través del 
Observatorio Ambiental Nacional. 


En lo que es el mundo internacional, los temas ambientales rankean de alguna manera y los 
países tienen una ubicación en ese rango, que luego es utilizada en distintos foros internacionales para 
catalogar las características del país que más tarde comienzan a condicionar aspectos a los que 
nosotros nos oponemos. Eso se relaciona con la generación de todas estas barreras paraarancelarias 
de tipo ambientales que muchas veces se nos imponen. Esas son realidades sobre las cuales tenemos 
que trabajar y tenemos que ser conscientes de que el país no puede perder esas oportunidades, esas 
ventajas. 


Recibimos con mucho agrado la propuesta formulada por el señor Senador Bordaberry 
porque aporta a un tema central que nos preocupa. 


¿Cómo estamos resolviendo este asunto? En cuanto a los indicadores, estamos trabajando a 
nivel latinoamericano a través de una iniciativa que desarrolla el PNUMA -Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente- para la definición de indicadores de sustentabilidad. En este sentido, 
ya hay un primer informe elaborado sobre esos indicadores. Pensamos que, en una primera versión, 
está demasiado ajustado a lo que son las condicionantes de otros países de Latinoamérica y no se 
adecua a las particularidades de nuestro país. Por lo tanto, cuando aplicamos esos indicadores 
entramos en condiciones de falta de especificidad a las particularidades y virtudes que Uruguay tiene 
desde el punto de vista ambiental. De ese modo, perderíamos un espacio de avance que el país tiene, 
porque como decía el señor Senador Bordaberry, el Uruguay seguramente en este momento es uno de 
los países que tiene mejor gestión ambiental, una estructura y un marco legal sólido, pero que no lo ha 
puesto en conocimiento internacional. Esa es una responsabilidad que tenemos y estamos trabajando 
en ese sentido. Por otro lado, estamos trabajando con el Sistema Nacional de Información Ambiental, 
que está siendo apoyado por el Proyecto BID y tiene tres grandes ejes de trabajo. Uno de ellos es 
integrar la información que tiene que estar disponible para la población, organizarla y entregarla en una 
forma comprensible a través de instrumentos de comunicación adecuados para llegar a la población, 
de manera que sean un elemento de ayuda para la educación ambiental. En ese sentido, esa es un 


área de trabajo que involucra a las tres Direcciones Nacionales y, por lo tanto, existe la necesidad de 
integrar la información de las tres Direcciones en una nueva página web del Ministerio que, justamente, 
en este momento se está haciendo pública. 


Un segundo nivel es la necesidad de utilizar un sistema computarizado en las interrelaciones 
sociales, es decir, de tener insumos a través de la implantación de programas que permitan el diálogo 
con la sociedad y utilizar los trámites digitales, que ya tenemos implementados en determinadas áreas, 
pero que necesitamos desarrollar en términos de la agilidad y de completar espacios que son los que 
surgen de la reingeniería que tenemos en este momento para la relación de trabajo con las empresas 
que proponen o los grupos técnicos que trabajan en el desarrollo de proyectos. Ese es un espacio que 
nos parece fundamental. 


El tercer espacio, justamente, es el que se define como el observatorio ambiental en la 
propuesta y consiste en manejar los distintos indicadores para poder hacer una evaluación del estado 
del ambiente del país, con indicadores claros y que, de alguna forma, sean compatibles con los que se 
manejan a nivel internacional. 


En ese sentido, creo que tenemos que avanzar en la iniciativa que potencia esa idea que ya 
teníamos pero que todavía estaba en un proceso de construcción. Obviamente, es necesario 
complementar esa metodología que de alguna manera hay que adaptar al país, teniendo en cuenta las 
condiciones de los indicadores que se manejan y se definen por parte de la EPA de Estados Unidos. 
En esta materia hay un espacio de trabajo que nos comprometemos a llevar adelante. En el proceso 
de construcción del sistema nacional de información ambiental en este momento tenemos incorporado 
un nuevo funcionario y desde hace un año estamos trabajando en la readecuación de la base de datos 
que, por ejemplo -esto me parece importante- implica, para los sistemas de control ambiental, la 
posibilidad de controlar empresas a través del sistema informatizado que permita un acceso directo en 
línea a las empresas de mayor desarrollo, aspecto que ya tenemos cubierto con UPM. Al respecto, 
desde que se iniciaron las actividades de UPM tenemos una conexión en línea con la operación de la 
planta y en este momento estamos ampliando este sistema a tres plantas más que son importantes, 
como ISUSA, DIROX y una tercera cuyo nombre no recuerdo ahora. Justamente, estamos buscando 
desarrollar esa capacidad como un sistema de control adicional. 


Por otro lado, en el sistema de control -este es un tema que surge de todo este proceso- se 
han desarrollado tres niveles distintos; por eso la señora Ministra habló de delegar ciertas cosas a nivel 
de los Gobiernos Departamentales. Hemos avanzado hacia sistemas de autocontrol de las empresas 
en su funcionamiento ambiental. De alguna forma, eso está formalizado a través de ciertos 
documentos guía y de lo que debe ser el informe de control de las empresas, adecuado a los diferentes 
caracteres de emprendimientos y dimensiones empresariales. De acuerdo a esto, cada empresa, 
según sus niveles de complejidad, de funcionamiento y de impacto ambiental, tiene que presentar 
informes de tipo trimestral, semestral o anual. Esto amplía muchísimo la capacidad. Eran 
aproximadamente 300 las empresas que estábamos controlando en forma directa, con salida en 
misiones de inspección; sin embargo, ahora estamos con un plan para pasar a 10.000. En estos 
momentos ya estamos en 1.000. Eso nos está dando un resultado muy bueno. Hay una respuesta de 
un 95% de parte de las empresas; a las que no cumplen se las está sancionando. Esto se 
complementa con las salidas de campo, que no se anuncian. Además, se verifica que los sistemas de 
autocontrol estén funcionando. 


Estas acciones a nivel descentralizado pueden pasar a nivel departamental, y a partir de un 
sistema acordado de control podemos “funcionalizar” esto, asegurando que en los distintos 
departamentos, todos aquellos emprendimientos que de alguna manera tienen impactos importantes o 
significativos, puedan ser controlados. Estamos haciendo una primera experiencia piloto, con el eje en 
la región litoral norte, con centro en Salto, porque ahí ya teníamos montadas algunas capacidades del 
Ministerio. A partir de eso, hemos elaborado un acuerdo con laboratorios locales de la región y 
coordinado con el laboratorio central, que es básicamente de referencia. Se está iniciando un proceso 
de descentralización de los mecanismos de control, pero sin perder otros instrumentos importantes: la 
visita directa a las plantas por parte del área de control y las auditorías ambientales. Estas se hacen a 
las grandes empresas en forma anual, para tener una visión mucho más integrada de todo el 
funcionamiento y controlar lo que ha sido la aprobación de la autorización ambiental con relación al 
funcionamiento real para, a partir de allí, poder hacer los ajustes correspondientes. Esto es importante, 


básicamente, porque está dentro del sistema de información, y se maneja a través de la articulación 
computarizada de los sistemas de control. 


En suma, en el área de control estamos avanzando en lo que es la reingeniería de los 
procesos, de los procedimientos de trabajo y en la descentralización, en el territorio, de las 
responsabilidades a cierto nivel, pero sin perder el control por parte nuestra. Creemos que con la 
misma cantidad de personas podemos ser más eficientes en los mecanismos de control. 


En el caso del impacto ambiental, hemos incorporado todo el proceso de digitalización de 
trámites a través del sistema de información; esto también está funcionando. La señora Ministra habló 
del plan de emergencia que se ha desarrollado por impacto que, evidentemente, en este momento es 
como una frazada corta. En la medida en que vamos fortaleciendo las capacidades en esta área, 
pedimos a todos los funcionarios que han pasado por la División de Impacto que vuelvan allí 
organizados en grupos y bajo el apoyo de responsables en distintas temáticas, para poder resolver de 
aquí a junio todas las asignaciones de proyecto y después conectar esto con el plan de entrada de 
nuevos funcionarios. 


Somos conscientes de que estamos atendiendo con prioridad a un sector y desatendiendo 
otros, lo que puede generar diversas situaciones; tenemos trámites de denuncias, trámites que 
requieren solución y, en este momento -como dije antes- la frazada nos queda corta: arreglamos un 
problema, pero nos quedan los pies al frío y nos podemos resfriar. Esto es algo que estamos previendo 
y la señora Ministra lo planteó claramente: se están tomando muchísimas medidas simultáneas para 
contar, en el corto plazo, con el apoyo de seis funcionarios. 


Con el Proyecto BID se están fortaleciendo, sobre todo, las capacidades de control y de 
impacto, con las que contaremos en el plazo de un año. A través de este Proyecto estamos logrando lo 
que no conseguimos en los llamados de personal que hacemos a nivel nacional, porque muchas veces 
nos encontramos con que en las áreas de ingeniería, química o informática la gente no se presenta, o 
lo hace quien no cuenta con los niveles requeridos. Por lo tanto, no somos competitivos, y ello 
trasciende a nivel de las propias empresas que trabajan para nosotros, que están exigidas; muchas 
veces realizan presentaciones que no tienen la calidad requerida porque no cuentan con suficiente 
personal para el número de proyectos que el país recibe en el momento. Esto también es un problema 
de la empresa privada y es importante en el tema de la tercerización. Hoy nos encontramos con que 
las propias empresas que preparan proyectos para presentar a la Dinama están sobrecargadas e 
imposibilitadas de contar con el personal necesario como para tener la calidad requerida. Ello redunda 
en que los proyectos que nos llegan son de peor calidad que antes. De manera que hay todo un círculo 
que está vinculado a la capacidad. 


Tal como afirmaba la señora Ministra, no pensamos en la tercerización como un eje central - 
porque pensamos que hay que generar capacidades- pero sí como una alternativa. Una vez que 
contamos con un núcleo duro, hay que tener un cierto colchón como para adaptarnos al crecimiento y a 
la disminución de la demanda. Ojalá el país siguiera con este ritmo de crecimiento y fuera a más, pero 
es posible que también haya momentos de baja, debiendo achicarse la estructura. Por lo tanto, hay 
que contar con un mecanismo de flexibilidad; lo hemos pensado, pero sabiendo que tenemos un 
núcleo duro que nos avala. 


En cuanto a las tasas, podemos decir que hemos trabajado en cuantificar el costo de los 
distintos proyectos que se aprueban. La idea es que al momento de proponer un proyecto de ley en 
ese sentido, podamos afirmar, por ejemplo, cuáles deberían ser las dimensiones de lo que se puede 
cobrar y cuánto le cuesta al Estado el procedimiento para diferentes niveles de inversión. 


Creo que estos son, básicamente, los elementos adicionales que complementan lo que 
afirmaba la señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRA.- A modo de reflexión, podemos afirmar que lo que estamos viviendo en el 
Ministerio son los dolores del crecimiento. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En cualquier país, no hay grado de inversor que valga si el medio ambiente no 
está en condiciones. Por eso estamos preocupados por estos temas. 


Por mi parte, agradezco al equipo del Ministerio. Le había dicho a la señora Ministra que me 
iría en media hora pero, como verán, no cumplí, pues me atrapó el informe pormenorizado. Además, 
esperaba el planteo de los señores Senadores de la oposición, y tanto el señor Senador Bordaberry 
como el señor Senador Moreira realmente se preocuparon por sustentar todo esto, que redunda en 
políticas de Estado. 


Como decía, agradezco a todo el equipo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente porque en mis primeras 48 horas de Senador su informe me atrapó. Parece mentira, 
pero de afuera uno no ve todo lo que se hace; a veces notamos las pequeñas cosas que pueden 
aparecer en el debe, pero no aquellas en las que se está avanzando. 


La señora Ministra decía que estos son los dolores del crecimiento; de ser así, digo que ojalá 
sean eternos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LORIER.- No quiero dejar pasar la oportunidad de decir que esta reunión ha sido intensa y 
extensa, con un alto contenido informativo y formativo para todos nosotros. Indudablemente, hay 
aspectos que no conocemos y que enriquecen nuestra tarea legislativa. Desde el punto de vista 
político, pensamos que las respuestas han sido satisfactorias y las valoramos. 


Además, quisiera comentar que no hace mucho tiempo aprobamos la creación del Banco del 
Sur que, desde nuestra concepción, es importante para la defensa de los países de América Latina, 
teniendo en cuenta los vendavales y tsunamis financieros como el que mencionaba en estos días la 
Presidenta brasileña, Dilma Rousseff, que ha afectado a Brasil y Argentina, lo que explica las medidas 
que luego adoptan para la defensa de sus intereses. En el proyecto de creación de ese Banco se dijo 
que no estaría destinado solamente a inversiones de defensa financiera, sino también a promover 
proyectos productivos. En lo personal, siempre me llamó la atención que haya sido sustentable y una 
fuente potencial de recursos para cubrir necesidades como las que aquí se han expresado en cuanto a 
la formación de recursos humanos. Digo esto, porque esa sería una fuente posible para potenciar el 
progreso de nuestras capacidades estatales que no, por ser tales, deben estar divorciadas del ámbito 
de la solidaridad internacional que marcan esos Organismos y de los esfuerzos por desarrollarse que 
aquí realicen pequeñas y medianas empresas, siempre y cuando no se dejen capturar por los 
poderosos intereses que llegan al Uruguay y al resto del mundo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Simplemente, quisiera dejar constancia en la versión taquigráfica que la 
norma que obliga al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, a elaborar un Informe Ambiental Anual y enviarlo a la Asamblea General, es el artículo 
12 de la Ley N* 17.283, de 28 de noviembre de 2000. 


Por otro lado, deseo puntualizar a la señora Ministra que seguiremos muy atentos a lo que 
suceda en los próximos días con el puente proyectado sobre la Laguna Garzón. Además, le pedimos 
que no afloje ante las presiones del Ingeniero Lazo del Ministerio de Transporte y Obras Públicas o las 
que llegan desde otros lugares del Poder Ejecutivo y de los lobbies empresariales. Sabemos que no lo 
hará, pero estaremos atentos. También queremos que comprenda que hacemos estas convocatorias 
con la sana intención de aclarar ciertos temas, porque a veces leemos declaraciones en la prensa que 
no se condicen con lo que se expresa aquí. Obviamente, como Legisladores tenemos el deber de 
convocarla para que nos suministre información, porque públicamente se han vertido opiniones desde 
muchos ámbitos que no son las que luego se manifiestan en este. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial agradece la presencia de 
la señora Ministra y de sus asesores. Afortunadamente, tenemos material suficiente como para seguir 
trabajando en estos dos temas complejos y trascendentes para el país y, sobre todo, para la futura 
salud ambiental del Uruguay. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 20 y 14 minutos.) 
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